
 

 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

 

I 

Disposición adicional primera. Concesión de subvenciones o suscripción de 
convenios con Comunidades Autónomas que incumplan su objetivo de estabilidad 
presupuestaria, de deuda pública o de la regla de gasto. 

 

Uno. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 20.3 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, la concesión de subvenciones o 
la suscripción de convenios por parte de cualquiera de los sujetos que integran el 
subsector Administración central o el subsector Administraciones de Seguridad Social, 
a los que se refiere el artículo 2.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, con la administración de una 
Comunidad Autónoma, definida en los términos del citado artículo, que hubiera 
incumplido su objetivo de estabilidad presupuestaria, de deuda pública o de la regla de 
gasto, en los términos que más adelante se indican, cuando conlleven una transferencia 
de recursos de los subsectores de la Administración central o Administraciones de 
Seguridad Social a la Comunidad Autónoma incumplidora, impliquen un compromiso 
de realización de gastos de esta última, o se den ambas circunstancias 
simultáneamente, precisarán con carácter previo a su autorización informe favorable, 
preceptivo y vinculante, del Ministerio de Hacienda y Función Pública.   

Se entenderá que se ha producido el incumplimiento del objetivo de 
estabilidad presupuestaria, de deuda pública o de la regla de gasto cuando así haya 
resultado del último informe elevado por el Ministro de Hacienda y Función Pública al 
Gobierno conforme a los párrafos 3 y 4 del artículo 17 de la Ley Orgánica 2/2012, de 
27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.  

 



 

 

Dos. Así mismo, será necesario informe favorable, preceptivo y vinculante  
respecto de la concesión de subvenciones o suscripción de convenios cuando, , de 
conformidad con lo establecido en el artículo 19 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, el Gobierno de la 
Nación formule una advertencia a una Comunidad Autónoma en el caso de que aprecie 
un riesgo de incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, de deuda 
pública o de la regla de gasto. Esta limitación se aplicará desde el momento en que se 
formule la advertencia. 

 

Tres. En los supuestos previstos en los apartados anteriores y respecto de 
los convenios suscritos y en ejecución, no procederá su prórroga o modificación sin el 
previo informe favorable del Ministerio de Hacienda y Función Pública 
Administraciones Públicas. 

Asimismo, la modificación de la concesión de subvenciones, en los casos 
en que así estuviera previsto en su normativa reguladora, no procederá sin el previo 
informe favorable del Ministerio de Hacienda y Función Pública. 

 

Cuatro. El informe del Ministerio de Hacienda y Función Pública al que se 
hace referencia en los apartados anteriores será emitido por la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos, que tendrá en cuenta, entre otros criterios: 

a) La amplitud de la desviación que se hubiera producido respecto del 
objetivo de estabilidad, de deuda pública o de la regla de gasto establecido. En el caso 
del apartado Dos, la desviación se referirá a la estimación que motivó la advertencia 
respecto del objetivo. 

b) Las causas de dicha desviación. 

c) El efecto respecto del déficit o la deuda pública que se pudiera derivar 
de la subvención o del convenio, así como su objeto. 

d) La forma de financiación del gasto que se propone. 



 

 

e) En el caso de subvenciones, o de convenios que se suscriban con la 
Administración de una Comunidad Autónoma para dar cauce a la colaboración entre 
Administraciones en el curso de la tramitación o ejecución de una subvención, el 
procedimiento de su concesión. 

 

Cinco. Con carácter previo al acuerdo de Conferencia Sectorial sobre 
distribución de créditos regulado en el artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, en el caso en que el mismo incluya a Comunidades 
Autónomas que se encuentren en la situación de incumplimiento regulada en el 
apartado Uno de esta disposición, la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos 
emitirá informe preceptivo y vinculante, en el que valorará, para dichas Comunidades 
Autónomas, los criterios previstos en el apartado cuatro de esta disposición. La 
emisión de este informe igualmente producirá efectos, de conformidad con lo previsto 
en artículo 20.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.  

 

 

Disposición adicional segunda. Préstamos y anticipos financiados con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado.  

 

Con la finalidad de atender al cumplimiento de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera, la concesión de préstamos y anticipos 
financiados directa o indirectamente con cargo al Capítulo 8 de los Presupuestos 
Generales del Estado se ajustará, a las siguientes normas: 

a) Salvo autorización expresa del Ministro de Hacienda y Función Pública 
no podrán concederse préstamos y anticipos al tipo de interés inferior al de la Deuda 
emitida por el Estado en instrumentos con vencimiento similar. 

En el supuesto de préstamos y anticipos a conceder a través de 
procedimientos de concurrencia competitiva, el citado requisito deberá cumplirse en el 
momento anterior a la aprobación de la convocatoria. 



 

 

La determinación del tipo de interés deberá quedar justificada en el 
expediente por el correspondiente órgano gestor. En los supuestos en que no fuera 
posible una relación directa con la referencia indicada, se acompañará informe de la 
Secretaría General de Tesoro y Política Financiera. 

Esta norma no será de aplicación a los siguientes casos: 

– Anticipos que se concedan al personal. 

– Anticipos reembolsables con fondos comunitarios. 

– Préstamos o anticipos cuyo tipo de interés se regule en normas de rango 
legal. 

b) Los beneficiarios de los préstamos o anticipos deberán acreditar que se 
encuentran al corriente del pago de las obligaciones de reembolso de cualesquiera otros 
préstamos o anticipos concedidos anteriormente con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado. Corresponde al centro gestor del gasto comprobar el 
cumplimiento de tales condiciones con anterioridad al pago, exigiendo, cuando no 
pueda acreditarse de otro modo, una declaración responsable del beneficiario o 
certificación del órgano competente si éste fuere una administración pública.  

 

 

Disposición adicional tercera. Imputación de las operaciones de gasto del 
Presupuesto prorrogado a los Presupuestos Generales del Estado para 2017. 

 

Uno.1 Las operaciones de gasto realizadas con cargo al Presupuesto 
prorrogado se imputarán a los créditos autorizados por la presente Ley. Cuando en los 
Presupuestos Generales del Estado para 2017 no hubiese el mismo crédito que en el 
Presupuesto prorrogado o, habiéndolo, su dotación resulte insuficiente para imputar las 
correspondientes operaciones de gasto a los créditos del Departamento ministerial u 
Organismo del sector público administrativo estatal, se seguirá el procedimiento que se 
indica en los apartados siguientes de esta disposición. 



 

 

Dicho procedimiento será también aplicable a aquellos compromisos de 
gasto y otras operaciones imputadas al Presupuesto de 2016 que de acuerdo con la 
normativa vigente se deberían haber registrado en el Presupuesto prorrogado y no se 
hubiera efectuado dicha imputación.  

2. La oficina de contabilidad obtendrá una relación de aquellas operaciones 
que no se hubiesen podido imputar a los créditos presupuestarios del Presupuesto de 
2017 con la especificación de los distintos expedientes afectados, que remitirá al 
respectivo Servicio gestor con la indicación de que en el plazo de treinta días deberá 
comunicar a dicha oficina las actuaciones a realizar con respecto a las operaciones 
pendientes de registro contable incluidas en la relación. 

3. Si dichas actuaciones conllevan anulaciones de operaciones o reajustes 
de anualidades, el Servicio gestor deberá remitir los justificantes y documentos 
contables que acrediten las mismas. 

4. Si las citadas actuaciones suponen la tramitación de expedientes de 
modificaciones presupuestarias, y los mismos no se han aprobado antes de la 
finalización del plazo de treinta días citado anteriormente, el Servicio gestor deberá 
comunicar a la oficina de contabilidad, excepto en el caso de que se trate de 
transferencias de crédito, las retenciones de crédito que deberán ser registradas en otros 
créditos de su Presupuesto por un importe igual al de las operaciones pendientes de 
registro. El Servicio gestor aplicará dichas retenciones de crédito a los créditos cuya 
minoración ocasione menos trastornos para el servicio público. Una vez aprobadas las 
modificaciones presupuestarias e imputadas las operaciones pendientes de registro, se 
efectuará la anulación de las anteriores retenciones de crédito. 

5. Si cumplido el citado plazo de los treinta días, el Servicio gestor no 
hubiere comunicado a la oficina de contabilidad las actuaciones a realizar con respecto 
a las operaciones pendientes de registro contable, dicha oficina de contabilidad 
procederá a registrar de oficio las retenciones de crédito por un importe igual al de 
dichas operaciones. Dichas retenciones de crédito se aplicarán a los créditos que la 
oficina de contabilidad determine dentro del mismo capítulo del presupuesto al que 
correspondan las mismas, y preferentemente dentro del mismo programa. La oficina de 



 

 

contabilidad comunicará al Servicio gestor las retenciones de crédito realizadas de 
oficio. 

6. Hasta el momento en que se determinen las actuaciones definitivas 
relativas a las operaciones pendientes de registro, el Servicio gestor podrá solicitar a la 
oficina de contabilidad la anulación de las retenciones de crédito indicadas en los 
apartados anteriores, siempre que simultáneamente se registren por dicha oficina 
nuevas retenciones de crédito, de acuerdo con la comunicación recibida del Servicio 
gestor, por un importe igual al de las retenciones de crédito a anular, a fin de que 
queden retenidos los créditos en aquellas dotaciones cuya minoración ocasione menos 
trastornos para el servicio público. 

7. El registro en el sistema de información contable de las retenciones de 
crédito y de las anulaciones de retenciones de crédito a que se refieren los apartados 4, 
5 y 6 anteriores se efectuará por las oficinas de contabilidad, a efectos de poder 
efectuar el control efectivo de la imputación definitiva de todas las operaciones 
pendientes de registro.  

 

Dos. Las modificaciones presupuestarias que determine el Ministerio de 
Hacienda y Función Pública, realizadas hasta la entrada en vigor de la presente Ley, 
tendrán efectividad en los Presupuestos Generales del Estado para el año 2017. Las 
modificaciones se aplicarán según la estructura presupuestaria incorporada a los 
estados de ingresos y gastos de esta Ley. 

No se aplicarán a los Presupuestos Generales del Estado para el año 2017 
las retenciones de crédito realizadas en aplicación del apartado cuarto del Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 30 de diciembre de 2016.  

 

 



 

 

Disposición adicional cuarta. Absorción Fondos FEDER. 

 

Para asegurar la correcta absorción del Fondo Europeo de Desarrollo 
Regional (FEDER) para el periodo 2014-2020, de la cuantía total prevista para la 
concesión de subvenciones y ayudas financiadas con cargo a los créditos 
presupuestarios consignados en el capítulo 7 «Transferencias de capital» de la sección 
27 «Ministerio de Economía, Industria y Competitividad », para el siguiente servicio y 
programas: Servicio 402 «Agencia Estatal de Investigación», programa 463 B 
«Fomento y coordinación de la investigación científica y técnica”, se reservarán 
170.000,00 miles de euros para financiar en el ejercicio 2017 las actuaciones 
cofinanciadas por el FEDER. 

En la ejecución presupuestaria del gasto derivado de estas nuevas 
convocatorias, así como en el derivado de convocatorias de ejercicios anteriores, 
deberá clasificarse regionalmente el gasto mediante la cumplimentación de la 
documentación complementaria prevista en la normativa reguladora de gestión 
contable, a fin de posibilitar el seguimiento de lo previsto en este artículo por la 
Oficina de Contabilidad de la Agencia. 

Asimismo, se destinará para dicha finalidad la dotación de 30.000,00 miles 
de euros consignada en la aplicación 27.12.467C.749.07 “Al CDTI para proyectos de 
I+D+i empresarial cofinanciados por el FEDER”, cuyo crédito se librará en la medida 
en que el Centro para el Desarrollo Tecnológico e Industrial (CDTI) justifique el gasto 
realizado en los proyectos cofinanciados por el FEDER. 

A tal efecto en las convocatorias o actuaciones a los que se apliquen estos 
créditos, tanto la AEI como el CDTI, informarán del importe destinado a financiar 
operaciones en las diferentes regiones. 

 

 



 

 

Disposición adicional quinta. Incorporación de remanentes de tesorería del 
organismo autónomo Instituto Nacional de Administración Pública. 

 

Se autoriza al organismo autónomo Instituto Nacional de Administración 
Pública, dependiente del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a traspasar la parte 
afectada del remanente de tesorería a su componente no afectado en los importes no 
utilizados a final del ejercicio 2016, hasta un límite máximo de 313.470,00 euros, de 
los fondos destinados a ejecución de los Planes de Formación para el Empleo 
asignados al INAP como promotor, y de los destinados a las actividades 
complementarias que tengan relación con el programa de Formación para el Empleo en 
las Administraciones Públicas.  

 

 

Disposición adicional sexta. Ampliación del plazo de cancelación de préstamos 
otorgados a la Seguridad Social. 

 

Se amplía en diez años, a partir de 2017, el plazo para la cancelación del 
préstamo por importe de 155.612.200.000 pesetas (935.248.157,90 euros) otorgado a 
la Seguridad Social por el Estado, a que se refiere el artículo 11.Tres de la Ley 
12/1996, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1997.  

 

 

Disposición adicional séptima. Pago de deudas con la Seguridad Social de 
instituciones sanitarias cuya titularidad ostenten las Administraciones Públicas o 
instituciones sin ánimo de lucro. 

 

Las instituciones sanitarias cuya titularidad ostenten las Administraciones 
Públicas o instituciones públicas o privadas sin ánimo de lucro, acogidas a la 
moratoria prevista en la disposición adicional trigésima de la Ley 41/1994, de 30 de 



 

 

diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1995, podrán solicitar a la 
Tesorería General de la Seguridad Social la ampliación de la carencia concedida a 
veintitrés años, junto con la ampliación de la moratoria concedida hasta un máximo 
de diez años con amortizaciones anuales. 

Cuando las instituciones sanitarias a que se refiere el párrafo anterior sean 
declaradas en situación de concurso de acreedores, a partir de la fecha de entrada en 
vigor de esta ley, la moratoria quedará extinguida desde la fecha de dicha declaración.  

 

 

Disposición adicional octava. Convenios de colaboración entre las Entidades 
Gestoras de la Seguridad Social, las Comunidades Autónomas y el Instituto 
Nacional de Gestión Sanitaria para el control y seguimiento de la incapacidad 
temporal. 

 

En los convenios de colaboración que formalicen las Entidades Gestoras de 
la Seguridad Social con las Comunidades Autónomas y con el Instituto Nacional de 
Gestión Sanitaria para el control y seguimiento de la incapacidad temporal podrá 
preverse el anticipo de hasta la cuantía total del importe previsto en el respectivo 
convenio para la financiación de las actuaciones a desarrollar por las Comunidades 
Autónomas y por el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria. 

A estos efectos, con carácter previo a la formalización de los convenios a 
que se refiere el párrafo anterior, se requerirá la autorización del Consejo de Ministros. 
Con esta finalidad, el titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, previo 
informe del Ministerio de Hacienda y Función Pública, elevará la oportuna propuesta 
al Consejo de Ministros.  

 

 



 

 

Disposición adicional novena. Préstamos del Estado a la Tesorería General de la 
Seguridad Social. 

 

Al objeto de proporcionar cobertura adecuada a las obligaciones de la 
Seguridad Social y posibilitar el equilibrio presupuestario de la misma, el Gobierno, 
previo informe de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, podrá 
autorizar la concesión de préstamos a la Tesorería General de la Seguridad Social 
hasta un importe máximo anual de 10.192.000 miles de euros. Estos préstamos no 
devengarán intereses y su cancelación se producirá en un plazo máximo de diez 
años a partir de 2018.  

 

 

Disposición adicional décima. Normas de ejecución presupuestaria del Centro para 
el Desarrollo Tecnológico Industrial (CDTI). 

 

Uno. Durante el ejercicio 2017 la concesión de préstamos y anticipos por 
parte del CDTI se ajustará a las normas previstas en la Disposición adicional segunda 
de esta Ley para los préstamos y anticipos que se financien con cargo al Capítulo 8 de 
los Presupuestos Generales del Estado. 

 

Dos. No se requerirá la autorización prevista en la letra a) de la citada 
Disposición adicional cuando el tipo de interés aplicable a los préstamos y anticipos 
sea igual o superior al tipo de interés euríbor a un año publicado por el Banco de 
España correspondiente al mes anterior a la aprobación de su convocatoria o, en su 
caso, al mes anterior a su concesión. 

 



 

 

Tres. El CDTI ajustará su actividad de forma que, en el cómputo global de 
un trienio, no presente necesidad de financiación medida según el Sistema Europeo de 
Cuentas Nacionales. 

 

Cuatro. Trimestralmente el CDTI informará al Ministerio de Hacienda y 
Función Pública sobre la ejecución de las operaciones realizadas a efectos de verificar 
el cumplimiento de los límites regulados en los apartados anteriores.  

 

 

Disposición adicional décima primera. Préstamos y anticipos de la política de 
investigación, desarrollo e innovación. 

 

Durante el ejercicio 2017, la concesión de préstamos y anticipos con cargo 
a créditos de la política 46 “Investigación, desarrollo e innovación” no requerirá de la 
autorización prevista en la letra a) de la disposición adicional segunda “Préstamos y 
anticipos financiados con cargo a los Presupuestos Generales del Estado” de esta ley, 
cuando el tipo de interés aplicable a los préstamos y anticipos sea igual o superior al 
tipo de interés Euribor a un año publicado por el Banco de España correspondiente al 
mes anterior a la aprobación de su convocatoria o, en su caso, al mes anterior a su 
concesión.  

 

 

Disposición adicional décima segunda. Contratación de inversiones por parte de las 
entidades públicas empresariales y sociedades mercantiles estatales. 

 

Las entidades públicas empresariales y las sociedades mercantiles estatales 
que se recogen en el Anexo XV necesitarán informe previo y favorable del Ministerio 



 

 

de Hacienda y Función Pública para la contratación de inversiones cuyo 
reconocimiento en contabilidad se prevea efectuar en ejercicios posteriores al del 
ejercicio en curso, cuando su cuantía, medida de forma acumulada, exceda del 180% 
del importe por el que figure en el anexo territorializado de inversiones que acompaña 
a esta Ley. 

En todo caso, el volumen contratado no podrá exceder de los siguientes 
porcentajes: 70%, 60% y 50% en el primer, segundo y tercer ejercicios posteriores al 
ejercicio en curso, respectivamente, cualesquiera que fueran los instrumentos jurídicos 
de los que deriven, salvo norma con rango de ley. 

Al menos con periodicidad trimestral, y dentro del mes siguiente al que se 
refiera, las citadas entidades informarán al Ministerio de Hacienda y Función Pública 
del volumen y porcentajes contratados, medidos de forma acumulada y con indicación 
de los proyectos principales. 

 

 

Disposición adicional décima tercera. Subvenciones estatales anuales para gastos 
de funcionamiento y de seguridad de partidos políticos para 2017. 

 

Conforme con lo dispuesto en la Disposición adicional sexta de la Ley 
Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos, durante el 
año 2017 la subvención estatal para gastos de funcionamiento a partidos políticos 
(aplicación presupuestaria 16.01.924M.485.01) ascenderá a 52.704,14 miles de euros y 
la asignación anual a partidos políticos para gastos de seguridad (aplicación 
presupuestaria 16.01.924M.484) ascenderá a 2.706,20 miles de euros.  

 

 



 

 

II 

 

Disposición adicional décima cuarta. Militares de tropa y marinería. 

 

Las plantillas máximas de militares de tropa y marinería a alcanzar el 31 de 
diciembre de cada ejercicio no podrán superar los 79.000 efectivos. 

Se autoriza al Ministerio de Defensa a iniciar los procesos de selección y 
reclutamiento a partir de la aprobación de la presente Ley.  

 

 

Disposición adicional décima quinta. Contratación de personal de las sociedades 
mercantiles públicas y las entidades públicas empresariales. 

 

Uno. 1. Las sociedades mercantiles públicas y las entidades públicas 
empresariales a que se refiere el artículo 18 apartado Uno de esta Ley podrán proceder 
a la contratación de nuevo personal con las limitaciones y requisitos establecidos en la 
presente disposición. 

2. Las indicadas limitaciones no serán de aplicación cuando se trate de 
contratación de personal, funcionario o laboral, con una relación preexistente de 
carácter fija e indefinida en el sector público estatal, autonómico o local en el que, 
respectivamente, esté incluida la correspondiente entidad pública empresarial o 
sociedad mercantil. Los contratos celebrados al amparo de lo establecido en este 
apartado generarán derecho a seguir percibiendo, desde la fecha de su celebración, el 
complemento de antigüedad en la misma cuantía que se viniera percibiendo en el 
Departamento ministerial, Organismo Público, sociedad, fundación o consorcio de 
procedencia. 

3. No se podrá proceder a la contratación de personal temporal, excepto en 
casos excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e inaplazables que se 



 

 

restringirán a los sectores, funciones y categorías profesionales que se consideren 
prioritarios o que afecten al funcionamiento de los servicios públicos esenciales.  

La duración del contrato no podrá ser superior a tres años, sin que puedan 
encadenarse sucesivos contratos con la misma persona por un período superior a tres 
años, circunstancia esta que habrá de quedar debidamente reflejada en el contrato.  

No obstante, lo previsto en el párrafo anterior no será de aplicación a las 
modalidades particulares de contrato de trabajo contempladas en la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la 
Ciencia, la Tecnología y la Innovación o en cualesquiera otras normas con rango de 
Ley, cuando estén vinculadas a un proyecto específico de investigación o de inversión 
de duración superior a tres años, circunstancia ésta que deberá constar en el contrato, 
de conformidad con lo establecido en la Disposición adicional decima quinta del Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto-
legislativo 2/2015, de 23 de octubre .  

Las actuaciones irregulares en esta materia por parte de los órganos de 
personal competentes de la entidad darán lugar a la exigencia de responsabilidades de 
acuerdo con la normativa vigente.  

4. Las sociedades mercantiles públicas y entidades públicas empresariales 
que gestionen servicios públicos o realicen actividades de los enumerados en el 
artículo 19.Uno.2 de esta Ley tendrán, como máximo, la tasa de reposición establecida 
para el respectivo sector en el citado precepto, siempre que quede justificada la 
necesidad de esa tasa para la adecuada prestación del servicio o realización de la 
actividad. 

5. Las sociedades mercantiles públicas y las entidades públicas 
empresariales distintas de las contempladas en el apartado anterior, que hayan tenido 
beneficios en dos de los tres últimos ejercicios podrán realizar contratos indefinidos 
con un límite del 100 por ciento de su tasa de reposición, calculada conforme a las 
reglas del artículo 19.Uno.4 de esta Ley. 

Las sociedades mercantiles públicas y las entidades públicas empresariales 
distintas de las contempladas en el apartado anterior que no hayan tenido beneficios, 
podrán realizar contratos indefinidos con un límite del 60 por ciento de su tasa de 



 

 

reposición, calculada conforme a las reglas del artículo 19.Uno.4 de esta Ley. 
Adicionalmente, podrán realizar, exclusivamente para procesos de consolidación de 
empleo temporal, contratos indefinidos con un límite del 15 por ciento de su tasa de 
reposición, calculada conforme a las reglas del artículo 20.Uno.4 de esta Ley.  

 

Dos. En el caso de las sociedades mercantiles y las entidades públicas 
empresariales estatales, la contratación indefinida de personal requerirá, en todo caso, 
además de lo establecido en el apartado Uno, informe favorable del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública, a través de las Secretarías de Estado de Presupuestos y 
Gastos y de Función Pública, así como  del accionista mayoritario. 

Asimismo, la contratación temporal en las citadas sociedades y entidades 
públicas empresariales, además de las condiciones establecidas en el apartado Uno de 
esta disposición, requerirá la previa autorización del Ministerio de Hacienda y Función 
Pública, a través de las Secretarías de Estado de Presupuestos y Gastos y de Función 
Pública. 

Por la Secretaría de Estado de Función Pública se podrán establecer bases o 
criterios de actuación comunes en los procesos selectivos, con el fin de hacer efectiva la 
aplicación de los principios de igualdad, publicidad, mérito y capacidad, así como la 
implantación del procedimiento electrónico. 

Las sociedades mercantiles y entidades públicas empresariales estatales 
deberán remitir al Ministerio de Hacienda y Función Pública, junto con la solicitud de 
autorización de la masa salarial, información relativa a todo el personal temporal que 
ha prestado servicios en el ejercicio anterior, detallando el número de jornadas 
anualizadas y el coste de las mismas. 

 

Tres. Lo dispuesto en el apartado Uno de esta disposición adicional tiene 
carácter básico y se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.13.ª y 156.1 
de la Constitución.  

 

 



 

 

Disposición adicional décima sexta. Contratación de personal de las fundaciones 
del sector público. 

 

Uno. Las fundaciones del sector público podrán proceder a contratar nuevo 
personal con las limitaciones y requisitos establecidos en la presente disposición. 

Las citadas limitaciones no serán de aplicación cuando se trate de 
contrataciones de personal, funcionario o laboral, con una relación preexistente de 
carácter fija e indefinida en el sector público estatal, autonómico o local en el que, 
respectivamente, esté incluida la correspondiente fundación del sector público. Los 
contratos celebrados al amparo de lo establecido en este apartado generarán derecho, 
desde la fecha de su celebración, a seguir percibiendo el complemento de antigüedad 
en la misma cuantía que se viniera percibiendo en el Departamento Ministerial, 
Organismo Público, sociedad, fundación o consorcio de procedencia. 

No se podrá proceder a la contratación de personal temporal, excepto en 
casos excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e inaplazables que se 
restringirán a los sectores, funciones y categorías profesionales que se consideren 
prioritarios o que afecten al funcionamiento de los servicios públicos esenciales.  

La duración del contrato no podrá ser superior a tres años, sin que puedan 
encadenarse sucesivos contratos con la misma persona por un período superior a tres 
años, circunstancia ésta que deberá quedar debidamente reflejada en el contrato.  

No obstante, lo previsto en el párrafo anterior no será de aplicación a las 
modalidades particulares de contrato de trabajo contempladas en la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la 
Ciencia, la Tecnología y la Innovación o en cualesquiera otras normas con rango de 
Ley, cuando estén vinculadas a un proyecto específico de investigación o de inversión 
de duración superior a tres años, circunstancia ésta que habrá de quedar debidamente 
reflejada en el contrato, de conformidad con lo establecido en la Disposición adicional 
decima quinta del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado 
por Real Decreto-legislativo 2/2015, de 23 de octubre.  



 

 

Las actuaciones irregulares en esta materia por parte de los órganos de 
personal competentes de la entidad darán lugar a la exigencia de responsabilidades de 
acuerdo con la normativa vigente. 

Las fundaciones que gestionen servicios públicos o realicen actividades de 
los  enumerados en el artículo 19.Uno.2 de esta Ley tendrán, como máximo, la tasa de 
reposición establecida para el respectivo sector en el citado precepto, siempre que 
quede justificada la necesidad de la tasa para la adecuada prestación del servicio o para 
la realización de la actividad. 

Por su parte, el resto de fundaciones públicas podrá realizar contratos 
indefinidos con un límite del 50 por ciento de su tasa de reposición, calculada 
conforme a las reglas del artículo 19.Uno.4 de esta Ley. 

 

Dos. En las fundaciones del sector público estatal la contratación 
indefinida de personal requerirá, en todo caso, además de lo establecido en el apartado 
Uno, informe favorable del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de las 
Secretarías de Estado de Presupuestos y Gastos y de Función Pública.  

Asimismo, la contratación temporal en las citadas fundaciones, además de 
las condiciones establecidas en el apartado Uno de esta disposición, requerirá la previa 
autorización del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de las Secretarías 
de Estado de Presupuestos y Gastos y de Función Pública. 

Por la Secretaría de Estado de Función Pública se podrán establecer bases o 
criterios de actuación comunes en los procesos selectivos, con el fin de hacer efectiva la 
aplicación de los principios de igualdad, publicidad, mérito y capacidad, así como la 
implantación del procedimiento electrónico. 

Las fundaciones del sector público estatal deberán remitir al Ministerio de 
Hacienda y Función Pública, junto con la solicitud de autorización de la masa salarial, 
información relativa a todo el personal temporal que ha prestado servicios en el 
ejercicio anterior, detallando el número de jornadas anualizadas y el coste de las 
mismas. 

 



 

 

Tres. Lo dispuesto en el apartado Uno de esta disposición adicional tiene 
carácter básico y se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.13.ª y 156.1 
de la Constitución.  

 

 

Disposición adicional décima séptima. Contratación de personal de los consorcios 
del sector público. 

 

Uno. Los consorcios participados mayoritariamente por las 
Administraciones y organismos que integran el sector público, definido en el artículo 
18, apartado Uno de esta Ley que, con arreglo a la legislación aplicable puedan 
contratar personal propio, podrán realizar contratos indefinidos con un límite del 50 
por ciento de su tasa de reposición, calculada conforme a las reglas del artículo 
19.Uno.4 de esta Ley. 

Los consorcios que gestionen servicios públicos o realicen actividades de 
los enumerados en el artículo 19.Uno.2 de esta Ley tendrán, como máximo, la tasa de 
reposición establecida para el respectivo sector en el citado precepto, siempre que 
quede justificada la necesidad de la tasa para la adecuada prestación del servicio o para 
la realización de la actividad. 

No se podrá proceder a la contratación de personal temporal, así como el 
nombramiento de personal estatutario temporal y de funcionarios interinos excepto en 
casos excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e inaplazables que se 
restringirán a los sectores, funciones y categorías profesionales que se consideren 
prioritarios o que afecten al funcionamiento de los servicios públicos esenciales.  

La duración del contrato no podrá ser superior a tres años, sin que puedan 
encadenarse sucesivos contratos con la misma persona por un período superior a tres 
años, circunstancia ésta que deberá quedar debidamente reflejada en el contrato.  

No obstante, lo previsto en el párrafo anterior no será de aplicación a las 
modalidades particulares de contrato de trabajo contempladas en la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la 



 

 

Ciencia, la Tecnología y la Innovación o en cualesquiera otras normas con rango de 
Ley, cuando estén vinculadas a un proyecto específico de investigación o de inversión 
de duración superior a tres años, circunstancia ésta que habrá de quedar debidamente 
reflejada en el contrato, de conformidad con lo establecido en la Disposición adicional 
decima quinta del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto-legislativo 2/2015, de 23 de octubre.  

Las actuaciones irregulares en esta materia por parte de los órganos de 
personal competentes de la entidad darán lugar a la exigencia de responsabilidades de 
acuerdo con la normativa vigente. 

 

Dos. En los consorcios señalados en el apartado Uno con participación 
mayoritaria del sector público estatal, la contratación indefinida de personal requerirá, 
en todo caso, además de lo establecido en el apartado Uno, informe favorable del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de las Secretarías de Estado de 
Presupuestos y Gastos y de Función Pública.  

Asimismo la contratación temporal en los citados consorcios además de las 
condiciones establecidas en el apartado Uno de esta disposición, requerirá la previa 
autorización del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de las Secretarías 
de Estado de Presupuestos y Gastos y de Función Pública. 

Por la Secretaría de Estado de Función Pública se podrán establecer bases o 
criterios de actuación comunes en los procesos selectivos, con el fin de hacer efectiva la 
aplicación de los principios de igualdad, publicidad, mérito y capacidad, así como la 
implantación del procedimiento electrónico. 

Los consorcios deberán remitir al Ministerio de Hacienda y Función 
Pública, junto con la solicitud de autorización de la masa salarial, información relativa 
a todo el personal temporal que ha prestado servicios en el ejercicio anterior, 
detallando el número de jornadas anualizadas y el coste de las mismas. 

 



 

 

Tres. Lo dispuesto en el apartado Uno de esta disposición adicional tiene 
carácter básico y se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.13.ª y 156.1 
de la Constitución. 

 

 

Disposición adicional décima octava. Recuperación de la paga extraordinaria y 
adicional del mes de diciembre de 2012. 

 

Uno. Las Administraciones y el resto de entidades que integran el sector 
público que no hubieran abonado la totalidad de las cantidades efectivamente dejadas 
de percibir como consecuencia de la supresión de la paga extraordinaria, así como de 
la paga adicional de complemento específico o pagas adicionales equivalentes, 
correspondientes al mes de diciembre de 2012, por aplicación del Real Decreto-ley 
20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de 
fomento de la competitividad, podrán aprobar dicha devolución, teniendo en cuenta su 
situación económico-financiera.  

 

Dos. La devolución se realizará en los mismos términos y con el 
cumplimiento de los requisitos señalados en la disposición adicional décima segunda 
de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2015, en el artículo 1 del Real Decreto-ley 10/2015, de 11 de septiembre, por el 
que se conceden créditos extraordinarios y suplementos de crédito en el presupuesto 
del Estado y se adoptan otras medidas en materia de empleo público y de estímulo a la 
economía, y en la disposición  adicional duodécima de la Ley 48/2015, de 29 de 
octubre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2016. 

 

Tres. Esta disposición tiene carácter básico y se dicta al amparo de los 
artículos 149.1.18ª, 149.1.13ª y 156.1 de la Constitución.  

 



 

 

 

Disposición adicional décima novena. Reintegro de becas y ayudas al estudio 
personalizadas. 

 

Los ingresos derivados de los reintegros de becas y ayudas al estudio 
personalizadas concedidas por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte en las 
distintas convocatorias realizadas por dicho departamento ministerial conforme a lo 
dispuesto en el Real Decreto 1721/2007, de 21 de diciembre, por el que se establece el 
régimen de las becas y ayudas al estudio personalizadas, que se produzcan durante el 
ejercicio presupuestario, podrán generar crédito en la aplicación 18.08.323M.482.00 
del estado de gastos, por resolución del titular del Departamento ministerial.  

 

 

Disposición adicional vigésima. Personal directivo del Sector Público Estatal. 

 

El número de puestos de personal directivo existentes en el ámbito del 
sector público estatal, relativos a departamentos ministeriales, organismos autónomos, 
agencias estatales, entes públicos, entidades públicas empresariales, sociedades 
mercantiles estatales, fundaciones de sector público estatal y consorcios participados 
mayoritariamente por las Administraciones y Organismos que integran el sector 
público estatal, no podrá incrementarse respecto al año anterior. 

No obstante, las sociedades mercantiles estatales y entidades públicas 
empresariales que presenten beneficios en dos de los últimos tres ejercicios y se 
encuentren en un proceso de expansión podrán incrementar el número de directivos 
previa autorización del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de la 
Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos. En ningún caso se podrá superar el 
número máximo de directivos que correspondan en virtud de su clasificación según el 
Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que se regula el régimen retributivo de 
los máximos responsables y directivos en el sector público empresarial y otras 
entidades, y las órdenes ministeriales de desarrollo. 



 

 

A los efectos de este artículo, se entenderá por personal directivo el que se 
determina por Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo.  

 

 

Disposición adicional vigésima primera. Oferta de Empleo Público para el acceso a 
las carreras judicial y fiscal. 

 

La Oferta de Empleo Público para el acceso a las carreras judicial y fiscal 
no podrá superar el límite máximo de 100 plazas, que se destinarán a la sustitución 
paulatina de empleo temporal. Estas plazas suponen la concreción de las 
disponibilidades presupuestarias a las que hace referencia el artículo 306.1 de la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.  

 

 

Disposición adicional vigésima segunda. Oferta de empleo público extraordinaria 
de ENAIRE. 

 

La entidad pública empresarial ENAIRE tendrá en el año 2017 una oferta 
extraordinaria de 70 plazas que serán adicionales a las que le correspondan conforme a 
las reglas de la disposición adicional décima quinta de esta Ley. Esta oferta adicional 
extraordinaria estará condicionada a que su ejecución no genere incremento en la masa 
salarial autorizada a la entidad en 2016 por el Ministerio de Hacienda y Función 
Pública.  

 

 



 

 

Disposición adicional vigésima tercera. Oferta de empleo público de la Policía 
Autónoma Vasca. 

 

Uno. Con vigencia indefinida, la oferta de empleo público de la Policía 
Autónoma Vasca, será la que resulte necesaria para dar cumplimiento al Acuerdo de la 
Junta de Seguridad para el País Vasco sobre su composición numérica total, de 
conformidad con lo establecido en la Disposición Transitoria Cuarta de la Ley 
Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía del País Vasco. 

 

Dos. Lo establecido en el apartado anterior resultará igualmente de 
aplicación a las ofertas de empleo público de la Policía Autónoma Vasca de los años 
2015 y 2016.  

 

 

Disposición adicional vigésima cuarta. Contratos autorizados a la Fundación 
Centro para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo. 

 

La Fundación Centro para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo 
podrá celebrar en 2017 tres contratos laborales indefinidos, previa autorización del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de las Secretarías de Estado de 
Presupuestos y Gastos y de Función Pública.  

 

 



 

 

Disposición adicional vigésima quinta. Modificaciones de las plantillas de personal 
estatutario de los Centros y Servicios sanitarios de organismos dependientes de la 
Administración General del Estado. 

 

Las modificaciones de las plantillas de personal estatutario de los Centros y 
Servicios Sanitarios de organismos dependientes de la Administración General del 
Estado que supongan incrementos netos del número de plazas o del coste de las 
mismas, o la transformación de plazas de personal sanitario en plazas de personal de 
gestión y servicios o viceversa, serán aprobadas previo informe favorable del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos.  

 

 

Disposición adicional vigésima sexta. Personal docente en los Centros 
Universitarios de la Defensa.  

 

Uno. Los Centros Universitarios de la Defensa podrán proceder a la 
contratación temporal de personal docente conforme a las modalidades previstas en los 
artículos 49, 50, 53 y 54 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades, con respeto a las previsiones que se contengan, tanto en esta Ley como 
en las sucesivas Leyes de Presupuestos Generales del Estado sobre la contratación de 
personal temporal. 

 

Dos. Al personal docente contratado de acuerdo con las modalidades 
indicadas en el apartado anterior, así como con la modalidad prevista en el artículo 52 
de la citada Ley Orgánica 6/2001, podrá reconocérsele, a partir de 1 de enero de 2016, 
un complemento de antigüedad, de acuerdo con los criterios establecidos para el 
personal al servicio de la Administración General del Estado, en los términos y 
cuantías que a tal efecto se determinen por el Ministerio de Hacienda y Función 
Pública.  



 

 

 

 

Disposición adicional vigésima séptima. Limitaciones a la incorporación de 
personal laboral al sector público. 

 

Uno. Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia 
indefinida, las Administraciones Públicas del artículo 2 del texto refundido de la Ley 
del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, no podrán considerar como empleados públicos de su 
artículo 8, ni podrán incorporar en dicha condición en una Administración Pública o en 
una entidad de derecho público: 

a) A los trabajadores de los contratistas de concesiones de obras o de 
servicios públicos o de cualquier otro contrato adjudicado por las Administraciones 
Públicas previstas en el artículo 2.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, cuando los contratos se extingan por su cumplimiento, por 
resolución, incluido el rescate, o si se adopta el secuestro o intervención del servicio 
conforme a la legislación de contratos del sector público que resultase aplicable a los 
mismos. 

b) Al personal laboral que preste servicios en sociedades mercantiles 
públicas, fundaciones del sector público, consorcios, en personas jurídicas societarias o 
fundacionales que vayan a integrarse en una Administración Pública. 

Al personal referido en los apartados anteriores le serán de aplicación las 
previsiones sobre sucesión de empresas contenidas en la normativa laboral. 

 

Dos. En aquellos supuestos en los que, excepcionalmente, en cumplimiento 
de una sentencia judicial, o previa tramitación de un procedimiento que garantice los 
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, el personal referido en el 
apartado 1.a) anterior sea incorporado a sociedades mercantiles públicas, las 
incorporaciones que se produzcan de acuerdo con lo previsto en este apartado, se 
contabilizarán como personal de nuevo ingreso del cómputo de la tasa de reposición de 



 

 

efectivos, quedando sujeto a los límites y requisitos establecidos en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado. 

 

Tres. Lo establecido en esta disposición adicional tiene carácter básico y se 
dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1. 13ª y 18ª, así como del artículo 
156.1 de la Constitución.  

 

 

Disposición adicional vigésima octava. Retribuciones de los empleados públicos y 
demás representantes del sector público estatal en los consejos de administración de 
sociedades mercantiles privadas. 

 

Con efectos desde la fecha de entrada en vigor de esta Ley y vigencia 
indefinida, las retribuciones o compensaciones económicas que perciban los empleados  
y los cargos del sector público por su participación en los consejos de administración u 
otros órganos colegiados de sociedades mercantiles privadas en representación del 
sector público estatal, no podrán superar las cuantías aprobadas por el Ministro de 
Hacienda y Función Pública por asistencia a los consejos de administración de las 
sociedades mercantiles estatales del grupo I, sin perjuicio de los demás límites 
establecidos en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por 
razón del servicio. Las cuantías que, de acuerdo con lo señalado anteriormente, no 
puedan percibirse por el interesado, se ingresarán en el Tesoro Público.  

 

 

Disposición adicional vigésima novena. Indemnizaciones por razón del servicio del 
personal destinado en el extranjero. 

 

Queda suspendida la eficacia del artículo 26.3 del Real Decreto 462/2002, 
de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio.  



 

 

 

 

Disposición adicional trigésima. Restablecimiento de las retribuciones minoradas 
en cuantías no previstas en las normas básicas del Estado. 

 

Uno. Las Administraciones y el resto de las entidades que integran el 
sector público que en ejercicios anteriores hubieran minorado las retribuciones de sus 
empleados en cuantías no exigidas por las normas básicas del Estado o que no hayan 
aplicado los incrementos retributivos máximos previstos en las Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado, podrán restablecer las cuantías vigentes antes de la minoración o 
las que correspondan hasta alcanzar el incremento permitido en las Leyes de 
Presupuestos.   

 

Dos. Las cantidades que se devenguen en aplicación de esta medida no 
tendrán la consideración de incrementos retributivos de los regulados en el artículo 
19.Dos de esta Ley. 

 

Tres. Esta medida sólo podrá aprobarse por las Administraciones y 
entidades que cumplan los objetivos de déficit y deuda, así como la regla de gasto, en 
los términos que resultan del artículo 17 apartados 3 y 4 de la Ley Orgánica 2/2012, de 
27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 

 

 

Disposición adicional trigésima primera. Módulos para la compensación 
económica por la actuación de Jueces de Paz y Secretarios de Juzgados de Paz.  

 

Uno. Los Jueces de Paz, nombrados con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 101 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, percibirán, de 



 

 

acuerdo con el número de habitantes de derecho del municipio, las retribuciones 
anuales que se indican a continuación: 

 
 Anual 

De 1 a 1.999 habitantes 1.094,40 

De 2.000 a 4.999 habitantes 1.641,50 

De 5.000 a 6.999 habitantes 2.188,63 

De 7.000 a 14.999 habitantes 3.282,87 

De 15.000 o más habitantes 4.377,14 

 

Dos. El personal, excluido el perteneciente a los cuerpos al servicio de la 
Administración de Justicia, que desempeñe funciones de Secretario de un Juzgado de 
Paz, con nombramiento expedido al efecto, percibirá, de acuerdo con el número de 
habitantes de derecho del municipio, las cuantías anuales que se indican a 
continuación:  

 

 
 Anual 

De 1 a 499 habitantes 541,97 

De 500 a 999 habitantes 805,02 

De 1.000 a 1.999 habitantes 964,43 

De 2.000 a 2.999 habitantes 1.123,73 

De 3.000 a 4.999 habitantes 1.442,49 

De 5.000 a 6.999 habitantes 1.761,24 

 

Tres. Las cuantías anteriores se financiarán con cargo a las 
correspondientes aplicaciones presupuestarias, y se devengarán por periodos 
trimestrales en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre.  



 

 

 

 

Disposición adicional trigésima segunda. Retribuciones de los cargos directivos y 
restante personal de las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social y de sus 
centros mancomunados. 

 

Uno. Las retribuciones que, por cualquier concepto, perciban los 
Directores Gerentes y el personal que ejerza funciones ejecutivas en las Mutuas 
Colaboradoras con la Seguridad Social y sus centros mancomunados se regirán por lo 
establecido en el artículo 88 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre y se podrán 
incrementar en un máximo del 1 por ciento respecto a las cuantías percibidas en 2016. 

 

Dos. Sin perjuicio de lo dispuesto en el citado artículo 88, las retribuciones 
del resto del personal al servicio de las Mutuas y de sus centros mancomunados 
quedarán sometidas a lo dispuesto en relación con el personal laboral del sector 
público estatal y, concretamente, a lo establecido en el artículo 23 de esta Ley y en la 
Orden HAP/1057/2013, de 10 de junio, por la que se determina la forma, el alcance y 
efectos del procedimiento de autorización de la masa salarial regulado en el artículo 
27.Tres de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2013, para las sociedades mercantiles estatales, fundaciones del sector 
público estatal y consorcios participados mayoritariamente por las administraciones y 
organismos que integran el sector público estatal. 

 

Tres. De conformidad con lo previsto en la disposición transitoria sexta de 
la Ley 35/2014, de 26 de diciembre, la eventual diferencia entre las retribuciones 
percibidas por el personal de las Mutuas y de sus centros mancomunados que a la 
entrada en vigor de dicha ley excedieran de las resultantes de la aplicación de lo 
previsto en el artículo 88 de la Ley General de la Seguridad Social, será absorbida en 
una tercera parte en el ejercicio 2017, sin que al eventual exceso de retribuciones que 



 

 

perciba dicho personal le sea de aplicación el incremento que se establece en los dos 
apartados anteriores. 

 

Cuatro. A efectos de la aplicación de las limitaciones previstas en los 
apartados anteriores, serán computables igualmente las retribuciones que provengan 
del patrimonio histórico de las Mutuas o de las entidades vinculadas a dicho 
patrimonio.  

 

 

Disposición adicional trigésima tercera. Régimen retributivo de los miembros de las 
Corporaciones Locales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 75 bis de la Ley 7/1985, de 2 
de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, según la redacción dada por la 
Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la 
Administración Local, y considerando lo dispuesto en el artículo 20 de la presente ley, 
el límite máximo total que pueden percibir los miembros de las Corporaciones Locales 
por todos los conceptos retributivos y asistencias, excluidos los trienios a los que, en su 
caso, tengan derecho aquellos funcionarios de carrera que se encuentren en situación 
de servicios especiales, será el que se recoge a continuación, atendiendo a su 
población: 

 

Habitantes Referencia  

Más de 500.000 102.010 euros 

300.001 a 500.000 91.809 euros 

150.001 a 300.000 81.608 euros 

75.001 a 150.000 76.508 euros 

50.001 a 75.000 66.307 euros 



 

 

20.001 a 50.000 56.106 euros 

10.001 a 20.000 51.005 euros 

5.001 a 10.000 45.905 euros 

1.000 a 5.000 40.804 euros  

 

En el caso de Corporaciones Locales de menos de 1.000 habitantes, 
resultará de aplicación la siguiente escala, atendiendo a su dedicación: 

Dedicación Referencia 

Dedicación parcial al 75% 30.603 euros 

Dedicación parcial al 50% 22.442 euros 

Dedicación parcial al 25% 15.302 euros» 

 

En ningún caso, la aplicación de la presente disposición podrá producir 
incremento retributivo alguno para los miembros de las Corporaciones Locales.  

 

 

Disposición adicional trigésima cuarta. Incentivos al Rendimiento de las Agencias 
Estatales. 

 

Los importes globales de incentivos al rendimiento que resulten de la 
ejecución de los contratos de gestión de las Agencias Estatales que dispongan de estos, 
tendrán como límite máximo los importes que por esos mismos conceptos les haya 
autorizado el Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de la Secretaría de 
Estado de Presupuestos y Gastos en el año anterior, con el incremento máximo 
establecido en el artículo 18 Dos de esta Ley.  

 



 

 

 

Disposición adicional trigésima quinta. Exigencia de responsabilidades en las 
Administraciones Públicas y entidades dependientes de las mismas por la utilización 
de la contratación laboral. 

 

Uno. Los contratos de trabajo de personal laboral en las Administraciones 
Públicas y en su sector público, cualquiera que sea la duración de los mismos, deberán 
formalizarse siguiendo las prescripciones y en los términos establecidos en el Estatuto 
de los Trabajadores y demás normativa reguladora de la contratación laboral, así como 
de acuerdo con los previsiones de la correspondiente Ley de Presupuestos Generales 
del Estado, siéndoles de aplicación los principios de igualdad, publicidad, mérito y 
capacidad en el acceso al empleo público, y debiendo respetar en todo caso lo 
dispuesto en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al 
Servicio de las Administraciones Públicas, y cualquier otra normativa en materia de 
incompatibilidades.. 

 

Dos. Los órganos competentes en materia de personal en cada una de las 
Administraciones Públicas y en las entidades que conforman su Sector Público 
Instrumental serán responsables del cumplimiento de la citada normativa, y en especial 
velarán para evitar cualquier tipo de irregularidad en la contratación laboral temporal 
que pueda dar lugar a la conversión de un contrato temporal en indefinido no fijo. Así 
mismo, los órganos de personal citados no podrán atribuir la condición de indefinido 
no fijo a personal con un contrato de trabajo temporal, ni a personal de empresas que a 
su vez tengan un contrato administrativo con la Administración respectiva, salvo 
cuando ello se derive de una resolución judicial. 

 

Tres. Las actuaciones irregulares en la presente materia darán lugar a la 
exigencia de responsabilidades a los titulares de los órganos referidos en el apartado 
segundo, de conformidad con la normativa vigente en cada una de las 
Administraciones Públicas. 



 

 

 

Cuatro. Las Administraciones Públicas promoverán en sus ámbitos 
respectivos el desarrollo de criterios de actuación que permitan asegurar el 
cumplimiento de esta disposición así como una actuación coordinada de los distintos 
órganos con competencia en materia de personal. 

 

Cinco. La presente disposición, que tiene vigencia indefinida y surtirá 
efectos a las actuaciones que se lleven a cabo tras su entrada en vigor, se dicta al 
amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, en lo relativo al régimen jurídico de 
las Administraciones Públicas y el sistema de responsabilidad de todas las 
Administraciones Públicas.  

 

 

Disposición adicional trigésima sexta. Condonación de varios préstamos ligados a 
la posesión de una renta futura para realizar estudios de posgrado autorizados de 
acuerdo con las órdenes CIN/2940/2008, de 14 de octubre y EDU/3108/2009, de 17 
de noviembre. 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.2 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, se autoriza la condonación de las cuantías no 
amortizadas de los préstamos que se indican a continuación, por concurrir los 
supuestos de enfermedad grave u otras circunstancias extraordinarias previstas en el 
artículo 8.8 de la Orden CIN/2940/2008, de 14 de octubre, por la que se regulan los 
préstamos ligados a la posesión de una renta futura para realizar estudios de Máster 
Universitario, y en el artículo 8.8 de la Orden EDU/3108/2009, de 17 de noviembre, 
por la que se regulan los préstamos ligados a la posesión de una renta futura para 
realizar estudios de posgrado de Máster Universitario o de Doctorado. 

Préstamos autorizados conforme a la Orden CIN/2940/2008, de 14 de 
octubre: 



 

 

Nº DE 
EXPEDIENTE 

DNI DEL 
PRESTATARIO 

CANTIDAD 
CONDONADA (euros) 

1945 54056594Q 7.762,77 

3572 75884511J 14.363,01 

1946 43811548K 9.288,00 

Préstamos autorizados conforme a la Orden EDU/3108/2009, de 17 de 
noviembre: 

 

Nº DE 
EXPEDIENTE 

DNI DEL 
PRESTATARIO 

CANTIDAD 
CONDONADA (euros) 

20050 75709864M 12.240,00 

19875 05929055T 4.474,80 

19837 05678409P 28.800,00 

14130 31705949N 14.400,00 

14624 31328624W 8.866,96 

16377 16551052E 19.110,01 

15922 40353856B 9.360,00 

19182 27393802C 8.037,00 

16606 74517301S 6.316,80 

17800 78518358S 4.399,20 

 

 



 

 

Disposición adicional trigésima séptima. Limitación del gasto en la Administración 
General del Estado. 

 

Cualquier nueva actuación que propongan los departamentos ministeriales 
no podrá suponer aumento neto de los gastos de personal al servicio de la 
Administración. 

 

 

Disposición adicional trigésima octava. Integración de parte del personal laboral de 
la Imprenta de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado en la Fábrica Nacional 
de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda.  

 

Uno. El personal laboral fijo, en activo, de la Imprenta Nacional de la 
Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (AEBOE), perteneciente, a la fecha de 
entrada en vigor de la presente Ley, a los grupos profesionales III y IV del Convenio 
Colectivo de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado e incluido en los ámbitos de 
actuación, especialidades y desarrollo de funciones de impresión, encuadernación y 
manipulado, encuadernación industrial, mantenimiento y reparación de maquinaria, 
mantenimiento general, mecánico y electrónico-eléctrico, almacén, distribución y 
logística, se integrará, en una o varias fases, en la Fábrica Nacional de Moneda y 
Timbre-Real Casa de la Moneda, desde la entrada en vigor de la presente Ley y hasta 
el 31 de diciembre de 2018. 

Producida la citada integración, le será de aplicación el convenio colectivo 
de la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda, con las 
particularidades que se indican en el apartado siguiente. 

 

Dos. Las condiciones de la integración anteriormente referidas se 
establecerán en un protocolo de integración que formalizaran la Agencia Estatal 
Boletín Oficial del Estado y la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la 



 

 

Moneda. En este protocolo se regulará el régimen aplicable a las actuaciones a 
desarrollar por las dos entidades. El personal afectado percibirá el complemento de 
antigüedad establecido en el artículo 19.Tres, párrafo tercero, de la presente Ley. De 
igual modo se garantizará la retribución que actualmente percibe cada uno de los 
trabajadores afectados, en cómputo anual. No obstante, los trabajadores mantendrán su 
categoría de origen, que se considerará “a extinguir” 

 

Tres. El protocolo de integración a formalizar por la Agencia Estatal 
Boletín Oficial del Estado y por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa 
de la Moneda estará sometido al informe previo y favorable de los órganos 
competentes del Ministerio de Hacienda y Función Pública y será sometido a la 
consulta e informe de los órganos de representación de los trabajadores de las dos 
entidades públicas.  

 

 

III 

 

Disposición adicional trigésima novena. Prestaciones familiares de la Seguridad 
Social. 

 

A partir de 1 de enero de 2017, la cuantía de las prestaciones familiares de la 
Seguridad Social, en su modalidad no contributiva, así como el importe del límite de 
ingresos para el acceso a las mismas, regulados en el Capítulo I del Título VI del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, serán los siguientes: 

 

Uno. La cuantía de la asignación económica establecida en el artículo 353.1 
será en cómputo anual de 291,00 euros. 

 



 

 

Dos. La cuantía de las asignaciones establecidas en el artículo 353.2 para 
los casos en que el hijo o menor acogido a cargo tenga la condición de discapacitado 
será: 

a)  1.000,00 euros cuando el hijo o menor acogido a cargo tenga un 
grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento. 

b) 4.426,80 euros cuando el hijo a cargo sea mayor de 18 años y esté 
afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 65 por ciento. 

c) 6.640,80 euros cuando el hijo a cargo sea mayor de 18 años, esté 
afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 75 por ciento y, como 
consecuencia de pérdidas anatómicas o funcionales, necesite el concurso de otra 
persona para realizar los actos más esenciales de la vida, tales como vestirse, 
desplazarse, comer o análogos. 

 

Tres. La cuantía de la prestación por nacimiento o adopción de hijo 
establecida en el artículo 358.1, en supuestos de familias numerosas, monoparentales y 
en los casos de madres con discapacidad, será de 1.000,00 euros. 

 

Cuatro. Los límites de ingresos para tener derecho a la asignación 
económica por hijo o menor acogido a cargo, a que se refieren los párrafos primero y 
segundo del artículo 352.1.c), quedan fijados en 11.605,77 euros anuales y, si se trata de 
familias numerosas, en 17.467,40 euros, incrementándose en 2.829,24 euros por cada 
hijo a cargo a partir del cuarto, éste incluido.  

 

 



 

 

Disposición adicional cuadragésima. Aplazamiento de la aplicación de la 
disposición adicional vigésima octava de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre 
actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social. 

 

Se aplaza la aplicación de lo establecido en la disposición adicional 
vigésima octava de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y 
modernización del sistema de Seguridad Social.  

 

 

Disposición adicional cuadragésima primera. Subsidios económicos contemplados 
en el texto refundido de la Ley General de Derechos de las Personas con 
Discapacidad y de su Inclusión Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2013, de 29 de noviembre, y pensiones asistenciales. 

 

Uno. A partir del 1 de enero del año 2017, los subsidios económicos a que 
se refiere el texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con 
discapacidad y de su inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2013, de 29 de noviembre, se fijarán, según la clase de subsidio, en las siguientes 
cuantías: 

Euros/mes 

Subsidio de garantía de ingresos mínimos .......................................... 149,86 

Subsidio por ayuda de tercera persona   .............................................. . 58,45 

Subsidio de movilidad y compensación por gastos de transporte ......... 63,50 

 

Dos. A partir del 1 de enero del año 2017, las pensiones asistenciales 
reconocidas en virtud de lo dispuesto en la Ley 45/1960, de 21 de julio, y en el Real 
Decreto 2620/1981, de 24 de julio, se fijarán en la cuantía de 149,86 euros íntegros 



 

 

mensuales, abonándose dos pagas extraordinarias del mismo importe que se 
devengarán en los meses de junio y diciembre. 

 

Tres. Las pensiones asistenciales serán objeto de revisión periódica, a fin 
de comprobar que los beneficiarios mantienen los requisitos exigidos para su 
reconocimiento y, en caso contrario, declarar la extinción del derecho y exigir el 
reintegro de las cantidades indebidamente percibidas. El Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social podrá instar la incoación de los procedimientos de revisión, a efectos 
de practicar el ajuste económico y presupuestario del gasto generado. Los resultados 
que ofrezcan aquellos procedimientos serán comunicados al citado Departamento 
ministerial.  

 

 

Disposición adicional cuadragésima segunda. Actualización de la cuantía de la 
prestación económica establecida por la Ley 3/2005, de 18 de marzo, por la que se 
reconoce una prestación económica a los ciudadanos de origen español desplazados 
al extranjero, durante su minoría de edad, como consecuencia de la Guerra Civil, y 
que desarrollaron la mayor parte de su vida fuera del territorio nacional. 

 

A partir del 1 de enero de 2017, la cuantía de las prestaciones económicas 
reconocidas al amparo de la Ley 3/2005, de 18 de marzo, a los ciudadanos de origen 
español desplazados al extranjero, durante su minoría de edad, como consecuencia de 
la Guerra Civil, y que desarrollaron la mayor parte de su vida fuera del territorio 
nacional ascenderá, en cómputo anual, a la diferencia entre 7.201,25 euros y el importe 
anual que perciba cada beneficiario por las pensiones a que se refieren los apartados a), 
b) y c) del artículo 2 de la Ley 3/2005, o a la diferencia entre 7.201,25 euros y las 
rentas o ingresos anuales que perciban los beneficiarios a que se refiere el apartado d) 
del artículo 2 de la Ley 3/2005.  

 

 



 

 

.Disposición adicional cuadragésima tercera. Ayudas sociales a los afectados por el 
Virus de Inmunodeficiencia Humana (V.I.H.). 

 

Durante el año 2017 las cuantías mensuales reconocidas a favor de las 
personas contaminadas por el Virus de Inmunodeficiencia Humana (V.I.H.), 
establecidas en las letras b), c) y d) del artículo 2.1 del Real Decreto-ley 9/1993, de 28 
de mayo, por el que se conceden ayudas a los afectados por el Virus de 
Inmunodeficiencia Humana (VIH) como consecuencia de actuaciones realizadas en el 
sistema sanitario público, se determinarán mediante la aplicación de las proporciones 
reguladas en las letras citadas sobre el importe de 613,23 euros.  

 

 

Disposición adicional cuadragésima cuarta. Incremento para el año 2017 de las 
prestaciones de gran invalidez del Régimen Especial de la Seguridad Social de las 
Fuerzas Armadas. 

 

Las prestaciones de gran invalidez del Régimen Especial de la Seguridad 
Social de las Fuerzas Armadas, causadas hasta el 31 de diciembre de 2016, 
experimentarán en 2017 un incremento del 0,25 por ciento.  

 

 

IV 

 

Disposición adicional cuadragésima quinta. Interés legal del dinero. 

 

Uno. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 24/1984, 
de 29 de junio, sobre modificación del tipo de interés legal del dinero, éste queda 
establecido en el 3,00 por ciento durante la vigencia de esta Ley. 



 

 

 

Dos. Durante el mismo periodo, el interés de demora a que se refiere al 
artículo 26.6 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, será el 3,75 
por ciento. 

 

Tres. Durante el mismo periodo, el interés de demora a que se refiere el 
artículo 38.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, será el 
3,75 por ciento.  

 

 

Disposición adicional cuadragésima sexta. Endeudamiento de la entidad pública 
empresarial ADIF-Alta Velocidad. 

 

Con el fin de garantizar la adecuación a la nueva normativa reguladora del 
Sistema Europeo de Cuentas Nacionales así como el cumplimiento de los objetivos y 
compromisos adquiridos en materia de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera, la Entidad Pública ADIF-Alta Velocidad precisará la autorización del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública para llevar a cabo las operaciones de 
endeudamiento, cualquiera que sea la forma en la que estas se formalicen, incluidas en 
el límite máximo de endeudamiento de la entidad contemplado en la presente Ley. 

Las autorizaciones se instrumentarán de acuerdo con las siguientes reglas, 
atendiendo al tipo de operaciones: 

1. En cualquier caso, las operaciones deberán estar previstas en los planes y 
programas de actuación y/o inversión de la Entidad. 

2. El saldo vivo de la deuda a corto plazo no podrá variar desde 1 de enero 
de 2017 y el 31 de diciembre de 2017, en una cuantía superior a la que se determine 
por el Ministerio de Hacienda y Función Pública. 



 

 

3. Cada una de las operaciones de endeudamiento con un plazo de 
vencimiento superior a un año precisará la autorización del Ministerio de Hacienda y 
Función Pública. 

4. El expediente de autorización será remitido por ADIF-Alta Velocidad al 
Ministerio de Hacienda y Función Pública con toda la documentación precisa y 
descriptiva de las operaciones a efectuar y con indicación de las consecuencias que de 
las mismas puedan resultar en los planes y programas de actuación y/o inversión de la 
Entidad, así como para la absorción de fondos comunitarios o el cumplimiento de otras 
obligaciones financieras asumidas por ADIF-Alta Velocidad. 

 

 

Disposición adicional cuadragésima séptima. Autorización de endeudamiento del 
Consorcio para la construcción, equipamiento y explotación de la sede española de 
la Fuente Europea de Neutrones por Espalación (ESS-Bilbao). 

 

En virtud de los establecido en el Artículo 111.2 de la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre, General Presupuestaria,  se autoriza para el ejercicio 2017 el 
endeudamiento del Consorcio para la construcción, equipamiento y explotación de la 
sede española de la Fuente Europea de Neutrones por Espalación (ESS-Bilbao) por un 
importe máximo de 18.000.000 €. El tipo de interés será el aplicable para los 
préstamos y anticipos de la política de investigación, desarrollo e innovación, según lo 
establecido en la Disposición adicional décima primera de esta Ley.  

 

 

Disposición adicional cuadragésima octava. Garantía del Estado para obras de 
interés cultural. 

 

Uno. De acuerdo con lo establecido en el apartado 3 de la disposición 
adicional novena de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, 



 

 

durante el ejercicio 2017, el importe total acumulado, en todo momento, de los 
compromisos otorgados por el Estado respecto a todas las obras o conjuntos de obras 
cedidas temporalmente para su exhibición en instituciones de competencia exclusiva 
del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, y sus Organismos públicos adscritos 
no podrá exceder de 2.250.000 miles de euros. Se excluirá del cómputo de dicho 
importe máximo la cuantía contemplada en el punto dos de esta disposición adicional. 

El límite máximo de los compromisos específicos que se otorguen por 
primera vez en el año 2017 para obras o conjuntos de obras destinadas a su exhibición 
en una misma exposición será de 231.000 miles de euros. Una vez devueltas las obras 
a los cedentes y acreditado por los responsables de las exposiciones el término de la 
Garantía otorgada sin incidencia alguna, las cantidades comprometidas dejarán de 
estarlo y podrán ser de nuevo otorgadas a una nueva exposición. 

Excepcionalmente este límite máximo podrá elevarse por encima de los 
231.000 miles de euros por acuerdo del Consejo de Ministros a propuesta del Ministro 
de Economía, Industria y Competitividad, por iniciativa del Ministerio de Educación, 
Cultura y Deporte.  

El importe máximo comprometido en una obra, a efectos de su cobertura 
por la Garantía del Estado, no podrá superar los 100.000 miles de euros. 

 

Dos. El límite máximo de los compromisos específicos que se otorguen a 
la Fundación Colección Thyssen-Bornemisza respecto a las obras destinadas a su 
exhibición en las sedes de la Fundación ubicadas en España en relación con el 
“Contrato de Préstamo de Obras de arte entre de una parte la Fundación Colección 
Thyssen-Bornemisza y de otra Omicron Collections Limited, Nautilus Trustees 
Limited, Coraldale Navigation Incorporated, Imiberia Anstalt, y la Baronesa Carmen 
Thyssen-Bornemisza”, para el año 2017 será de 500.000 miles de euros.  

 

Tres. En el año 2017 también será de aplicación la Garantía del Estado a 
las exposiciones organizadas por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, por el 
Consejo de Administración de Patrimonio Nacional, y por la “Sociedad Estatal de 



 

 

Acción Cultural S.A. (AC/E)” siempre y cuando se celebren en instituciones de las que 
la Administración General del Estado sea titular. Asimismo la Garantía del Estado será 
de aplicación a las exposiciones organizadas por la Fundación Lázaro Galdiano en la 
sede de su Museo.  

 

 

Disposición adicional cuadragésima novena. Publicidad de los resultados de los 
trabajos de control previstos en la disposición adicional tercera de la Ley Orgánica 
9/2013, de 20 de diciembre, de control de la deuda comercial en el sector público. 

 

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida: 

Uno. La Administración General de cada ámbito territorial del sector 
público enviará al Ministerio de Hacienda y Función Pública los resultados de los 
trabajos de control realizados en cumplimiento de lo dispuesto en la disposición 
adicional tercera de la Ley Orgánica 9/2013, de 20 de diciembre, de control de la 
deuda comercial en el sector público, para verificar la existencia de obligaciones 
derivadas de gastos realizados o bienes y servicios recibidos para los que no se ha 
producido su imputación presupuestaria, en relación con las entidades no sujetas a 
auditoría de cuentas que pertenezcan a su ámbito de competencias. 

El envío se efectuará en el plazo y por los medios que determine el 
Ministerio de Hacienda y Función Pública. 

 

Dos. El Ministerio de Hacienda y Función Pública publicará para 
conocimiento general la información recibida a que se refiere el apartado Uno anterior 
a través de la Central de Información Económico-financiera de las Administraciones 
Públicas. 

Sin perjuicio de lo anterior, la Administración General de cada ámbito 
territorial del sector público deberá publicar en su página web la información enviada 



 

 

al Ministerio de Hacienda y Función Pública, en el plazo de un mes desde la 
finalización del plazo para el envío a dicho Ministerio.  

 

 

Disposición adicional quincuagésima. Autorización para la formalización de 
garantías. 

 

Se faculta al Gobierno para que, mediante Real Decreto, previo informe de 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, autorice a Organismos 
públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, a la 
formalización de garantías, a través de la suscripción de cartas de conformidad o de 
patrocinio solicitadas por las Entidades financieras, en relación con las sociedades con 
participación directa o indirecta de aquéllos. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior, no se aplicará a los Organismos 
públicos conforme al SEC 2010 deban clasificarse en el sector Instituciones financieras 
ni a Sociedades cuyo objeto social contemple el otorgamiento de garantías.   

 

 

Disposición adicional quincuagésima primera. Avales del Instituto para la 
Diversificación y Ahorro de Energía (IDAE). 

 

Se autoriza al Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía 
(IDAE) a prestar avales en el ejercicio 2017 hasta 50.000,00 miles de euros, con cargo 
al Fondo Nacional de Eficiencia Energética (FNEE), para cubrir el 50% del riesgo de 
los préstamos concedidos con fondos del Instituto de Crédito Oficial (ICO), en el 
marco de Convenio de Colaboración entre el IDAE y el ICO para la instrumentación 
de la línea “ICO-IDAE Eficiencia energética 2017-2018”.  

 



 

 

 

Disposición adicional quincuagésima segunda. Cobertura por cuenta del Estado de 
los riesgos de la internacionalización de la economía española. 

 

El límite máximo para nueva contratación de cobertura por cuenta del 
Estado de los riesgos de la internacionalización de la economía española, excluidas las 
pólizas abiertas de corto plazo, salvo las de créditos documentarios, que podrá emitir la 
Compañía Española de Seguros de Crédito a la Exportación, Sociedad Anónima 
(CESCE) por cuenta del Estado, será para el ejercicio del año 2017 de 9.000.000 miles 
de euros.  

 

 

Disposición adicional quincuagésima tercera. Dotación de los fondos de fomento a 
la inversión española con interés español en el exterior. 

 

Uno. La dotación del Fondo para Inversiones en el Exterior se establece en 
10.000 miles de euros en el año 2017. El Comité Ejecutivo del Fondo para Inversiones 
en el Exterior podrá aprobar durante el año 2017 operaciones por un importe total 
máximo equivalente a 300.000 miles de euros. 

 

Dos. La dotación del Fondo de Operaciones de Inversión en el Exterior de 
la Pequeña y Mediana Empresa se establece en 2.000 miles de euros en el año 2017. El 
Comité Ejecutivo del Fondo de Operaciones de Inversión en el Exterior de la Pequeña 
y Mediana Empresa podrá aprobar durante el año 2017 operaciones por un importe 
total máximo equivalente a 35.000 miles de euros. 

 

 



 

 

Disposición adicional quincuagésima cuarta. Apoyo financiero a empresas de base 
tecnológica. Préstamos participativos. 

 

El importe de la aportación del Estado a la línea de financiación creada en 
el apartado 2 de la disposición adicional segunda de la Ley 6/2000, de 13 de diciembre, 
por la que se aprueban medidas fiscales urgentes de estímulo al ahorro familiar y a la 
pequeña y mediana empresa, será de 20.500,00 miles de euros, cantidad que se 
financiará con cargo a la aplicación presupuestaria 27.16.433M.821.11.  

La aprobación de cualquier acto o negocio jurídico a realizar para disponer 
del crédito previsto en el párrafo anterior necesitará del informe favorable de la 
Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos sobre el cumplimiento de los requisitos 
necesarios para hacer posible su financiación mediante Fondos Estructurales Europeos. 

 

 

Disposición adicional quincuagésima quinta. Apoyo financiero a jóvenes 
emprendedores. 

 

El importe de la aportación del Estado a la línea de financiación creada en 
la disposición adicional vigésima tercera de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2011, será de 20.500,00 miles de euros, 
cantidad que se financiará con cargo a la aplicación presupuestaria 
27.16.433M.821.12.  

La aprobación de cualquier acto o negocio jurídico a realizar para disponer 
del crédito previsto en el párrafo anterior necesitará del informe favorable de la 
Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos sobre el cumplimiento de los requisitos 
necesarios para hacer posible su financiación mediante Fondos Estructurales Europeos. 

 

 



 

 

Disposición adicional quincuagésima sexta. Apoyo financiero a las pequeñas y 
medianas empresas. 

 

El importe de la aportación del Estado a la línea de financiación creada en 
la disposición adicional vigésimo quinta de la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2005, será de 57.500,00 miles de euros, 
cantidad que se financiará con cargo a la aplicación presupuestaria 
27.16.433M.821.10.  

La aprobación de cualquier acto o negocio jurídico a realizar para disponer 
del crédito previsto en el párrafo anterior necesitará del informe favorable de la 
Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos sobre el cumplimiento de los requisitos 
necesarios para hacer posible su financiación mediante Fondos Estructurales Europeos. 

 

 

Disposición adicional quincuagésima séptima. Fondo de apoyo para la promoción y 
desarrollo de infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la 
Dependencia. 

 

Uno. El Fondo de apoyo para la promoción y desarrollo de infraestructuras 
y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, creado en la 
Disposición Adicional sexagésima primera de la Ley 2/2008, de Presupuestos 
Generales del Estado para 2009 y que tiene por objeto prestar apoyo financiero a las 
empresas que lleven a cabo dicha actividad, tendrá una dotación para el ejercicio 2017 
de 5.000 miles de euros, aportados por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad. Dicha dotación será desembolsada y transferida a la Sociedad Estatal de 
Participaciones Industriales (SEPI) con cargo a los Presupuestos Generales del Estado 
de 2017.  

 



 

 

Dos. El procedimiento y condiciones aplicables a la gestión del Fondo, así 
como los criterios y procedimientos de selección, concesión y control de la 
financiación a otorgar por el mismo, serán los establecidos en el convenio firmado para 
el ejercicio 2009 entre el Ministerio de Economía y Hacienda, el Ministerio de Sanidad 
y Política Social y la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), salvo que 
por las Instituciones firmantes se considere necesario efectuar alguna modificación 
para su mejor funcionamiento.  

 

Tres. El Fondo podrá utilizar remanentes de convocatorias anteriores en la 
financiación a conceder a empresas en convocatorias posteriores. El Fondo podrá 
utilizar los recursos procedentes de las amortizaciones y los rendimientos financieros 
de financiaciones concedidas en la financiación a conceder a empresas en nuevas 
convocatorias.  

 

Cuatro. El Fondo podrá dedicar parte de sus recursos a la constitución de 
Fondos que tendrían el mismo fin pero limitarían su ámbito de actuación a una 
Comunidad Autónoma, previa decisión por unanimidad de la Comisión de Inversiones 
y Seguimiento prevista en el citado Convenio. Estos nuevos Fondos, constituidos a 
través de un Convenio de las partes, contarían con los recursos aportados por el Fondo 
del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, la Comunidad Autónoma 
correspondiente y las entidades económico-financieras que pudieran estar interesadas.  

 

Cinco. A la liquidación del Fondo, que se producirá a los diez años a 
contar desde la primera aportación del Ministerio de Educación, Política Social y 
Deporte, SEPI ingresará en el Tesoro Público la dotación percibida con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado, menos el importe correspondiente a las 
operaciones de financiación fallidas, si las hubiere, y los gastos derivados de la gestión 
del Fondo desde su creación, más los rendimientos financieros que puedan generar las 
cantidades aportadas al mismo. 

 



 

 

Seis. Este Fondo carece de personalidad jurídica. Las responsabilidades del 
Fondo se limitarán exclusivamente a aquéllas que la entidad gestora haya contraído por 
cuenta del mismo. Igualmente, los posibles acreedores del Fondo no podrán hacer 
efectivos sus créditos contra el patrimonio de la entidad gestora.  

 

 

V 

 

Disposición adicional quincuagésima octava. Gratuidad de las certificaciones y 
documentos precisos para el cumplimiento de las encomiendas de la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos. 

  

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida, las 
copias, certificaciones, notas, testimonios y documentos análogos que hayan de 
solicitarse por la Oficina de Recuperación y gestión de Activos en cumplimiento de la 
encomienda del órgano judicial o del Ministerio Fiscal consistente en la localización, 
recuperación, conservación, administración y realización de los efectos, bienes, 
instrumentos y ganancias procedentes de actividades delictivas en los términos 
previstos en la legislación penal y procesal a los registros y protocolos públicos,  serán 
gratuitos.  

 

 

Disposición adicional quincuagésima novena. Actividades prioritarias de 
mecenazgo. 

 

Uno. De acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de la Ley 49/2002, de 
23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo, durante el año 2016 se considerarán actividades 
prioritarias de mecenazgo las siguientes: 



 

 

1ª.- Las llevadas a cabo por el Instituto Cervantes para la promoción y 
difusión de la lengua española y de la cultura mediante redes telemáticas, nuevas 
tecnologías y otros medios. 

2ª.- Las llevadas a cabo por la Fundación Deporte Joven en colaboración con 
el Consejo Superior de Deportes en el marco del proyecto «España Compite: en la 
Empresa como en el Deporte» con la finalidad de contribuir al impulso y proyección de 
las PYMES españolas en el ámbito interno e internacional, la potenciación del deporte y 
la promoción del empresario como motor de crecimiento asociado a los valores del 
deporte. 

Los donativos, donaciones y aportaciones a las actividades señaladas en el 
párrafo anterior que, de conformidad con el apartado Dos de esta disposición adicional, 
pueden beneficiarse de la elevación en cinco puntos porcentuales de los porcentajes y 
límites de las deducciones establecidas en los artículos 19, 20 y 21 de la citada Ley 
49/2002 tendrán el límite de 50.000 euros anuales para cada aportante. 

3ª.- Las llevadas a cabo por la Biblioteca Nacional de España en 
cumplimiento de los fines y funciones de carácter cultural y de investigación científica 
establecidos por la Ley 1/2015, de 24 de marzo, reguladora de la Biblioteca Nacional de 
España y por el Real Decreto 640/2016, de 9 de diciembre, por el que se aprueba el 
Estatuto de la Biblioteca Nacional de España. 

4ª.- Las actividades de fomento, promoción y difusión de las artes escénicas y 
musicales llevadas a cabo por las Administraciones públicas o con el apoyo de éstas. 

5ª.- Las llevadas a cabo por el Museo Nacional del Prado para la 
consecución de sus fines establecidos en la Ley 46/2003, de 25 de noviembre, 
reguladora del Museo Nacional del Prado y en el Real Decreto 433/2004, de 12 de 
marzo, por el que se aprueba el Estatuto del Museo Nacional del Prado 

6ª.- La conservación, restauración o rehabilitación de los bienes del 
Patrimonio Histórico Español que se relacionan en el anexo XIII de esta ley. 

7ª.- Los proyectos y actuaciones de las Administraciones públicas 
dedicadas a la promoción de la Sociedad de la Información y, en particular, aquellos 



 

 

que tengan por objeto la prestación de los servicios públicos por medio de los servicios 
informáticos y telemáticos a través de Internet 

8ª.- Los programas de formación y promoción del voluntariado que hayan 
sido objeto de subvención por parte de las Administraciones públicas. 

9ª.- Los programas dirigidos a la erradicación de la violencia de género que 
hayan sido objeto de subvención por parte de las Administraciones Públicas o se 
realicen en colaboración con éstas. 

10ª.- La investigación, desarrollo e innovación en las infraestructuras que 
forman parte del Mapa nacional de Infraestructuras Científicas y Técnicas Singulares 
(ICTS) aprobado el 7 de octubre de 2014 por el Consejo de Política Científica, 
Tecnológica y de Innovación y que, a este efecto, se relacionan en el anexo XIV de 
esta Ley. 

11ª.- La investigación, el desarrollo y la innovación orientados a resolver 
los retos de la sociedad identificados en la Estrategia Española de Ciencia y 
Tecnología y de Innovación para el período 2013-2020 y financiados o realizados por 
las entidades que, a estos efectos, se reconozcan por el Ministerio de Hacienda y 
Función Pública, a propuesta del Ministerio de Economía, Industria y Competitividad. 

12ª.- El fomento de la difusión, divulgación y comunicación de la cultura 
científica y de la innovación llevadas a cabo por la Fundación Española para la Ciencia 
y la Tecnología. 

13ª.- Las llevadas a cabo por la Agencia Estatal de Investigación para el 
fomento y financiación de las actuaciones que derivan de las políticas de I+D de la 
Administración General del Estado. 

14ª.- Las llevadas a cabo por la Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo para la lucha contra la pobreza y la consecución de un 
desarrollo humano sostenible en los países en desarrollo. 

15ª.- Las llevadas a cabo por la Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo para la promoción y el desarrollo de las relaciones 
culturales y científicas con otros países, así como para la promoción de la cultura 
española en el exterior.  



 

 

 

Dos. Los porcentajes y los límites de las deducciones establecidas en los 
artículos 19, 20 y 21 de la citada Ley 49/2002, de 23 de diciembre, se elevarán en 
cinco puntos porcentuales en relación con las actividades incluidas en el apartado 
anterior. 

 
 

Disposición adicional sexagésima. Beneficios fiscales aplicables a la 
conmemoración del “25 Aniversario de la Casa América”. 

 

Uno. La celebración del “25 Aniversario de La Casa de América” tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales del mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 



 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 

Disposición adicional sexagésima primera. Beneficios fiscales aplicables a “4ª 
Edición de la Barcelona World Race”. 

 

Uno. La celebración de “4ª Edición de la Barcelona World Race” tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l49-2002.cpt3.html%23I48


 

 

Disposición adicional sexagésima segunda. Beneficios fiscales aplicables a los 
“World Roller Games Barcelona 2019” 

 

Uno. La celebración de los “World Roller Games Barcelona 2019” tendrá 
la consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l49-2002.cpt3.html%23I48


 

 

Disposición adicional sexagésima tercera. Beneficios fiscales aplicables a “Madrid 
Horse Week 17/19” 

 

Uno. La celebración de “Madrid Horse Week 17/19” tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l49-2002.cpt3.html%23I48


 

 

Disposición adicional sexagésima cuarta. Beneficios fiscales aplicables a “La Liga 
World Challenge” 

 

Uno. La celebración de “La Liga World Challenge” tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l49-2002.cpt3.html%23I48


 

 

Disposición adicional sexagésima quinta. Beneficios fiscales aplicables al “V 
Centenario de la expedición de la primera vuelta al mundo de Fernando de 
Magallanes y Juan Sebastián Elcano”. 

 

Uno. La celebración del “V Centenario de la expedición de la primera 
vuelta al mundo de Fernando de Magallanes y Juan Sebastián Elcano” tendrá la 
consideración de acontecimiento de especial interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 8 de mayo de 2017 hasta el 20 de septiembre de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional sexagésima sexta. Beneficios fiscales aplicables al «25 
aniversario de la declaración por la Unesco de Mérida como Patrimonio de la 
Humanidad » 

 

Uno. La celebración del «25 aniversario de la declaración por la Unesco de 
Mérida como Patrimonio de la Humanidad» tendrá la consideración de acontecimiento 
de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y 
de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 al 31 de diciembre de 2018. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l49-2002.cpt3.html%23I48
http://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l49-2002.cpt3.html%23I48


 

 

Disposición adicional sexagésima séptima. Beneficios fiscales aplicables a los 
“Campeonatos del Mundo de Canoa 2019” 

 

Uno. La celebración de los “Campeonatos del Mundo de Canoa 2019” 
tendrá la consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos 
de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l49-2002.cpt3.html%23I48


 

 

Disposición Adicional sexagésima octava. Beneficios fiscales aplicables al "250 
Aniversario del Fuero de Población de 1767 y Fundación de las Nuevas Poblaciones 
de Sierra Morena y Andalucía"  

 

Uno. La celebración del "250 Aniversario del Fuero de Población de 1767 
y Fundación de las Nuevas Poblaciones de Sierra Morena y Andalucía", tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.  

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019.  

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional sexagésima novena. Beneficios fiscales aplicables al “IV 
Centenario del nacimiento de Bartolomé Esteban Murillo”. 

 

Uno. La celebración del “IV Centenario del nacimiento de Bartolomé 
Esteban Murillo” tendrá la consideración de acontecimiento de excepcional interés 
público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional septuagésima. Beneficios fiscales aplicables a “Numancia 
2017”.  

 

Uno. La celebración de “Numancia 2017” tendrá la consideración de 
acontecimiento de especial interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 
27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2018. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional septuagésima primera. Beneficios fiscales aplicables a 
“PHotoEspaña. 20 aniversario”. 

 

Uno. La celebración de “PHotoEspaña. 20 aniversario” tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2018. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará de conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción de planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente de conformidad con lo 
dispuesto en la citada Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional septuagésima segunda. Beneficios fiscales aplicables al “IV 
Centenario de la Plaza Mayor de Madrid”.  

 

Uno. La celebración del “IV Centenario de la Plaza Mayor de Madrid” 
tendrá la consideración de acontecimiento de especial interés público a los efectos de 
lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal 
de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional septuagésima tercera. Beneficios fiscales aplicables al «XXX 
Aniversario de la Declaración de Toledo como Ciudad Patrimonio de la 
Humanidad» 

 

Uno. La celebración del «XXX Aniversario de la Declaración de Toledo 
como Ciudad Patrimonio de la Humanidad» tendrá la consideración de acontecimiento 
de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y 
de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 al 31 de diciembre de 2018. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 
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Disposición adicional septuagésima cuarta. Beneficios fiscales aplicables al “VII 
Centenario del Archivo de la Corona de Aragón”. 

 

Uno. La celebración del “VII Centenario del Archivo de la Corona de 
Aragón” tendrá la consideración de acontecimiento de especial interés público a los 
efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de junio de 2017 hasta el 30 de junio de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional septuagésima quinta. Beneficios fiscales aplicables a «Lorca, 
Aula de la Historia» 

 

Uno. “Lorca, Aula de la Historia” tendrá la consideración de 
acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en 
el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades 
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 al 31 de diciembre de 2018. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 
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Disposición adicional septuagésima sexta. Beneficios fiscales aplicables al “Plan de 
Fomento de la Lectura (2017-2020)”. 

 

Uno. La celebración del “Plan de Fomento de la Lectura (2017-2020)” 
tendrá la consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos 
de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de septiembre de 2017 hasta el 30 de junio de 2020. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional septuagésima séptima. Beneficios fiscales aplicables al “Plan 
2020 de Apoyo a los Nuevos Creadores Cinematográficos y a la conservación y 
difusión de la historia del cine español” 

 

Uno. El «Plan 2020 de Apoyo a los Nuevos Creadores Cinematográficos y 
a la conservación y difusión de la historia del cine español» tendrá la consideración de 
acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades 
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 
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Disposición adicional septuagésima octava. Beneficios fiscales aplicables al “40 
Aniversario del Festival Internacional de Teatro Clásico de Almagro”. 

 

Uno. La celebración del “40 Aniversario del Festival Internacional de 
Teatro Clásico de Almagro” tendrá la consideración de acontecimiento de excepcional 
interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 
de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2018. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional septuagésima novena. Beneficios fiscales aplicables a la 
celebración del «I Centenario de la Ley de Parques Nacionales de 1916» 

 

Uno. La celebración del «I Centenario de la Ley de Parques Nacionales de 
diciembre de 2016», que se celebrará en el periodo 2016-2017, tendrá la consideración 
de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades 
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 7 de diciembre de 2016 hasta el 7 de diciembre de 2017. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional octogésima. Beneficios fiscales aplicables a la celebración del 
«I Centenario del Parque Nacional de Ordesa y Monte Perdido» 

 

Uno. La celebración del «I Centenario del Parque Nacional de Ordesa y 
Monte Perdido», que se celebrará en 2018 tendrá la consideración de acontecimiento 
de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y 
de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero hasta el 31 de diciembre de 2018. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional octogésima primera. Beneficios fiscales aplicables a la 
celebración del «I Centenario del Parque Nacional de los Picos de Europa» 

 

Uno. La celebración del «I Centenario del Parque Nacional de los Picos de 
Europa», que se celebrará en 2018 tendrá la consideración de acontecimiento de 
excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y 
de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero hasta el 31 de diciembre de 2018. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional octogésima segunda. Beneficios fiscales aplicables al “75º 
Aniversario de la Escuela Diplomática”. 

 

Uno. La celebración del “75 Aniversario de la Escuela Diplomática tendrá 
la consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de mayo de 2017 hasta el 1 de mayo de 2019. 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional octogésima tercera. Beneficios fiscales aplicables a “Teruel 
2017. 800 Años de los Amantes”. 

 

Uno. La celebración de “Teruel 2017. 800 Años de los Amantes” tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará 
desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2018 

 

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los 
objetivos y planes del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la 
citada Ley 49/2002. 

 

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado 
desarrollo del acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de 
actividades específicas se realizará por el órgano competente en conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 49/2002. 

 

Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos 
establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002. 

 

 



 

 

Disposición adicional octogésima cuarta. Bonificación en el Impuesto sobre el 
Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana para Lorca, Murcia. 

 

Uno. Excepcionalmente durante 2017 se concede una bonificación del 50 
por ciento de las cuotas del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana para las transmisiones de los bienes inmuebles a que se refiere el 
apartado 1 del artículo 12 del Real Decreto-ley 6/2011, de 13 de mayo, por el que se 
adoptan medidas urgentes para reparar los daños causados por los movimientos 
sísmicos acaecidos el 11 de mayo de 2011 en Lorca, Murcia, que se lleven a cabo para 
la reconstrucción de la zona afectada por dichos seísmos. 

 

Dos. La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, 
el resto de bonificaciones legalmente previstas. 

 

Tres. La disminución de ingresos que lo previsto en esta disposición 
produzca en el Ayuntamiento de Lorca será compensada con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 9 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.” 

 

 

Disposición adicional octogésima quinta. Bonificación en el Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles para Lorca, Murcia. 

 

Uno Se concede una bonificación del 50 por ciento de las cuotas del 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio 2017, con los mismos 
requisitos establecidos para la exención regulada en este Impuesto en el artículo 12 del 
Real Decreto-ley 6/2011, de 13 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes para 



 

 

reparar los daños causados por los movimientos sísmicos acaecidos el 11 de mayo de 
2011 en Lorca, Murcia. 

 

Dos. La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, 
el resto de bonificaciones legalmente previstas. 

 

Tres. La disminución de ingresos que lo establecido en esta disposición 
produzca en el Ayuntamiento de Lorca será compensada con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 

 

Cuatro.  En caso de que la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 
2017 entrara en vigor con fecha posterior al devengo del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles de 2017, ésta medida se aplicará con carácter retroactivo y sin limitación de 
ningún tipo. 

 

 

Disposición adicional octogésima sexta. Reglas especiales para los ejercicios 2017, 
2018 y 2019 aplicables a disposición adicional tercera de la Ley 13/2011, de 27 de 
mayo, de regulación del juego. 
 

Uno. Excepcionalmente, durante los ejercicios 2017 y 2018 se efectuarán 
las deducciones que a continuación se indican sobre los importes que en aplicación de 
los porcentajes previstos en el apartado dos de la disposición adicional tercera de la 
Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego, le correspondería percibir a la 
Liga Nacional de Fútbol Profesional y a la Real Federación Española de Fútbol: 

a) A la Liga Nacional de Fútbol Profesional un 20% con un máximo de 
3.750.000 euros en cada uno de los ejercicios.” 



 

 

Las cantidades detraídas en los ejercicios 2017 y 2018, tendrán la 
consideración de entregas a cuenta de la detracción a realizar del 20% de la 
recaudación que finalmente se obtenga en cada uno de los ejercicios.   

En el ejercicio 2019, y en función de la recaudación real obtenida en los 
ejercicios 2017 y 2018, se procederá a realizar la liquidación definitiva de las 
deducciones del 20% señaladas en el párrafo anterior. Dicha liquidación se obtendrá de 
la diferencia resultante de restar del importe correspondiente al 20% de deducción de 
las cantidades que le hubiere correspondido percibir a la Liga Nacional de Fútbol 
Profesional en los ejercicios 2017 y 2018 las detracciones realmente practicadas en 
dichos ejercicios.   

Durante los ejercicio 2017, 2018 y 2019, la Liga Nacional de Fútbol 
Profesional podrá reducir las cantidades a destinar a la finalidades establecidas en el 
artículo 3.1.b) del Real Decreto 258/1998, de 20 de febrero, de construcción, 
ampliación, remodelación, adaptación, mejora, mantenimiento y conservación de los 
estadios e instalaciones deportivas en las que se celebren o tengan expectativa de 
celebrarse las competiciones de carácter profesional y ámbito estatal. Dicha reducción 
deberá contar con el acuerdo de la Comisión de seguimiento de la Participación de las 
Quinielas y del Consejo Superior de Deportes. 

b) A la Real Federación Española de Fútbol un 20% con un máximo de 
700.000 euros en cada uno de los ejercicios. 

 
Dos. Durante los ejercicios 2017 y 2018, el Consejo Superior de Deportes 

destinará la suma de las cantidades detraídas a ambas instituciones beneficiarias 
conforme a lo dispuesto en los apartados anteriores a las siguientes actividades: 

- Para apoyo a la celebración de los Juegos Mediterráneos Tarragona 2018, 
hasta un máximo de importe de 3.750.000€. 

Esta cantidad no tendrá la consideración de entrega a cuenta a los efectos 
de aplicar el apartado segundo de la antedicha disposición adicional tercera y será 
percibida por el Consejo Superior de Deportes, que la destinará al cumplimiento del 
objetivo antes citado. 

- El resto se destinará a ayudas las corporaciones locales para obras de 
adaptación a los reglamentos de competición estatales, para obras de accesibilidad y a 
obras en infraestructuras deportivas relacionadas con la celebración de competiciones 



 

 

de carácter internacional, durante los ejercicios antedichos así como en 2019. (180.53 
NT y TA) 

 

 

VI 

 

Disposición adicional octogésima séptima. Suspensión de la aplicación de 
determinados preceptos de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia. 

 

Durante 2017 se suspende la aplicación del artículo 7.2, del artículo 8.2.a), 
del artículo 10 y del artículo 32.3, párrafo primero, de la Ley 39/2006, de 14 de 
diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia.  

 

 

Disposición Adicional octogésima octava. Fondo de Cohesión Sanitaria. 

 

Uno. Se suspende la aplicación de los apartados a, b, c y d del Artículo 2.1 
del Real Decreto 1207/2006, de 20 de octubre, por el que se regula el Fondo de 
Cohesión Sanitaria. 

 

Dos.1. A partir del 1 de enero de 2017, el importe de los gastos por la 
asistencia sanitaria prestada a pacientes residentes en España derivados entre 
Comunidades Autónomas e Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y a asegurados 
desplazados a España en estancia temporal, con derecho a asistencia a cargo de otro 
Estado, prestada al amparo de la normativa internacional en esta materia, contemplada 
en el artículo 2.1.a), b), c) y d) del Real Decreto 1207/2006, de 20 de octubre, así como 



 

 

los relativos a la asistencia sanitaria cubierta por el Fondo de Garantía Asistencial 
creado por el artículo 3 del Real Decreto-Ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas 
urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la 
calidad y seguridad de sus prestaciones, se satisfará sobre la base de la compensación 
de los saldos positivos o negativos resultantes de las liquidaciones realizadas por el 
Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y el Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social, a través del Instituto Nacional de la Seguridad Social, relativos a 
cada Comunidad Autónoma e Instituto Nacional de Gestión Sanitaria tomando como 
período de referencia la actividad realizada en el año anterior. 

El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad comunicará al 
Instituto Nacional de la Seguridad Social durante el primer semestre del ejercicio los 
saldos negativos resultantes de la asistencia sanitaria prestada a pacientes residentes en 
España derivados entre Comunidades Autónomas y del Fondo de Garantía Asistencial. 

A tal efecto, el Fondo de Cohesión Sanitaria tendrá la misma naturaleza 
extrapresupuestaria que el Fondo de Garantía Asistencial. 

2. A fin de abonar a las Comunidades Autónomas y al Instituto Nacional 
de Gestión Sanitaria los saldos positivos resultantes de estas liquidaciones, se 
procederá en primer lugar a deducir los saldos negativos resultantes de facturación por 
gasto real de los pagos que el Instituto Nacional de la Seguridad Social deba efectuar a 
las Comunidades Autónomas o al Instituto Nacional de Gestión Sanitaria en concepto 
de saldo neto positivo por cuota global por la cobertura de la asistencia sanitaria a que 
se refiere la Disposición adicional quincuagésima octava de la Ley 30/2005, de 29 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2006. 

A continuación, los saldos netos positivos resultantes por cuota global o 
gasto real se pagarán por el Instituto Nacional de la Seguridad Social a las 
Comunidades Autónomas o al Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, una vez se 
hayan deducido los saldos negativos resultantes de la asistencia sanitaria prestada a 
pacientes residentes en España derivados entre Comunidades Autónomas y del Fondo 
de Garantía Asistencial. 

Una vez realizadas estas deducciones, el Instituto Nacional de la Seguridad 
Social lo comunicará al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, durante 



 

 

el tercer trimestre de cada ejercicio. También comunicará al Ministerio de Sanidad, 
Servicios Sociales e Igualdad los saldos netos negativos por gasto real que no hayan 
podido ser deducidos de los saldos netos positivos por cuota global. 

La transferencia del importe de estos saldos netos positivos, tanto en 
concepto de gasto real como de cuota global, a las Comunidades Autónomas o al 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria se realizará por la Tesorería General de la 
Seguridad Social, a propuesta del Instituto Nacional de la Seguridad Social, durante el 
tercer trimestre de cada ejercicio. 

El importe deducido a las Comunidades Autónomas o al Instituto Nacional 
de Gestión Sanitaria de los saldos negativos en concepto de gasto real, de asistencia 
sanitaria prestada a pacientes residentes en España derivados entre Comunidades 
Autónomas y del Fondo de Garantía Asistencial, se ingresará en la Secretaría General 
del Tesoro y Política Financiera con aplicación a una cuenta extrapresupuestaria, que 
será gestionada por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, para 
compensación entre Comunidades Autónomas e Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria, por la atención prestada a personas con derecho a la asistencia sanitaria del 
Sistema Nacional de Salud. 

Este importe será distribuido por el Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad entre las Comunidades Autónomas e Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria que presenten saldos netos positivos por asistencia sanitaria prestada a 
pacientes residentes en España derivados entre Comunidades Autónomas y del Fondo 
de Garantía Asistencial, una vez descontados los saldos netos negativos por gasto real 
que no han podido ser deducidos de los saldos netos positivos por cuota global, y de 
forma proporcional a dichos saldos netos positivos. 

Por último, los saldos netos negativos por asistencia sanitaria prestada a 
pacientes residentes en España derivados entre Comunidades Autónomas y del Fondo 
de Garantía Asistencial y por gasto real que resten, serán compensados, deducidos o 
retenidos, según proceda, de los pagos por el Ministerio de Hacienda y Función 
Pública de los recursos del sistema de financiación cuando se cumplan las condiciones 
previstas para ello.  

 



 

 

 

Disposición adicional octogésima novena. Criterios para el cálculo del índice de 
evolución de los ingresos tributarios del Estado mencionado en el Capítulo I, del 
Título VII de la presente Ley, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 121 del 
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 

 

A los efectos del cálculo de las entregas a cuenta de la participación de las 
Entidades locales en los tributos del Estado del artículo 121 del Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, el índice provisional de evolución de los ingresos tributarios 
del Estado entre el año 2004 y el año  2017, se determinará con los criterios 
establecidos en el artículo 20 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, que consisten en: 

1. Los ingresos tributarios del Estado del año 2017 están constituidos 
por la recaudación estatal en el ejercicio excluidos los recursos tributarios cedidos a las 
Comunidades Autónomas  por IRPF, IVA e IIEE, en los términos previstos en el 
artículo 20 de la Ley 22/2009.  

2. Por lo que se refiere al cálculo de los ingresos tributarios del Estado 
del año 2004, se utilizarán los criterios de homogeneización establecidos en el artículo 
20 de la Ley 22/2009. Esto es, se procederá a simular la entrega a cuenta del año 2004 
de las Comunidades Autónomas en los términos de cesión correspondientes al año 
2017. Por lo que respecta a la liquidación del 2002 se calculará por diferencia entre el 
rendimiento definitivo de las Comunidades Autónomas en los términos de cesión del 
año 2017 y las entregas que se hubieran efectuado de acuerdo con dichos términos de 
cesión. 

Igualmente para la determinación del resto de los índices de evolución 
regulados en el Capítulo I del Título VII de la presente Ley, distintos del anterior, se 
aplicará lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, 
sustituyendo, si procede, el año base 2007 por el que corresponda.  

 



 

 

 

Disposición adicional nonagésima. Criterios para el cálculo del índice de evolución 
de los ingresos tributarios del Estado para la liquidación de la participación de las 
entidades locales en tributos del Estado del año 2015. 

 

A los efectos de la liquidación definitiva de la participación de las 
Entidades locales en los tributos del Estado correspondiente al año 2015 y de la 
aplicación del artículo 121 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, el índice de 
evolución de los ingresos tributarios del Estado entre el año 2004 y el año 2015, se 
determinará con los criterios establecidos en el artículo 20 de la Ley 22/2009, de 18 de 
diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican 
determinadas normas tributarias que consisten en: 

1. Los ingresos tributarios del Estado del año 2015 están constituidos por la 
recaudación estatal en el ejercicio excluidos los recursos tributarios cedidos a las 
Comunidades Autónomas por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
Impuesto sobre el Valor Añadido y por los Impuestos Especiales, en los términos 
previstos en el artículo 20 de la Ley 22/2009. 

2. Por lo que se refiere al cálculo de los ingresos tributarios del Estado del 
año 2004 o 2006, se utilizarán los criterios establecidos en la letra e) de la disposición 
transitoria cuarta de la Ley 22/2009, considerando como año base el año 2004 o 2006, 
según proceda.  

 

 



 

 

Disposición adicional nonagésima primera. Revisión de la liquidación definitiva de 
la participación de las Entidades Locales en tributos del Estado del año 2014. 

 

El Ministerio de Hacienda y Función Pública revisará la liquidación 
definitiva de la participación de las Entidades Locales en los tributos del Estado, 
correspondiente al año 2014, sin deducir la devolución que realizó la Administración 
del Estado por el Impuesto sobre Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos, 
para el cálculo del índice de evolución de los ingresos tributarios del Estado del año 
2014 respecto de 2004, o, en su caso, respecto de 2006. 

Revisado dicho índice de evolución se procederá a un nuevo cálculo de la 
liquidación definitiva de la participación en tributos del Estado, correspondiente al 
ejercicio 2014, en los términos de los artículos 111 a 124 y 135 a 146 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 
legislativo 2/2004, de 5 de marzo, teniendo además en cuenta las normas recogidas en 
los artículos 98 a 101, 103 y 104, 106 a 109, 111 y 113 a 116 de la Ley 22/2013, de 23 
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2014. 

Cuando el resultado sea a ingresar a las Entidades Locales se transferirá 
con cargo al crédito que se dote en la Sección 36, Servicio 21, Secretaría General de 
Financiación Autonómica y Local. Entidades Locales, Programa 942M, Transferencias 
a Entidades Locales por participación en los ingresos del Estado, Concepto 468, 
relativo a la liquidación definitiva de años anteriores y compensaciones derivadas del 
nuevo sistema de financiación. 

Asimismo, se revisará el cálculo de la liquidación definitiva de la cesión 
del Impuesto sobre Hidrocarburos correspondiente a 2014, sin deducir la devolución 
Impuesto sobre Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos, transfiriendo el 
importe que resulte a ingresar a las Entidades Locales. 

 

 



 

 

Disposición adicional nonagésima segunda. Destino del superávit de las entidades 
locales correspondiente a 2016. 

 

En relación con el destino del superávit presupuestario de las entidades 
locales correspondiente al año 2016 se prorroga para 2017 la aplicación de las reglas 
contenidas en la disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, para lo que se deberá tener 
en cuenta la disposición adicional decimosexta del texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo. 

A los efectos del apartado 5 de la última disposición citada las referencias a 
los años 2014 y 2015, deberán entenderse a 2017 y 2018, respectivamente. 

 

 

Disposición adicional nonagésima tercera. Agrupación de compensaciones y 
ayudas a favor de las Ciudades de Ceuta y de Melilla. 

 

1. En el programa 942N, de la Sección 32 de los Presupuestos Generales 
del Estado, se agrupa el conjunto de compensaciones y ayudas que se reconocen a las 
Ciudades de Ceuta y de Melilla en normas con rango de ley. A estos efectos se agrupan 
las dotaciones que dan cobertura a: 

– Compensación por los gastos de funcionamiento de las plantas 
desalinizadoras, a la que se refiere el artículo 97 de la presente Ley. 

– Compensación por la que se garantiza la recaudación líquida del 
Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación, correspondiente a las 
importaciones, al gravamen complementario sobre las labores del tabaco y al 
Gravamen Complementario sobre Carburantes y Combustibles Petrolíferos de las 
Ciudades de Ceuta y Melilla, determinada con arreglo a lo dispuesto en el artículo 11 



 

 

de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social, y que resulte de la aplicación del artículo 97 de la presente Ley. 

2. Se podrán agrupar en la Sección 32 de los Presupuestos Generales del 
Estado otras ayudas y subvenciones que, para atender necesidades singulares y 
estructurales, reciben las Ciudades de Ceuta y Melilla en materia de servicios sociales, 
educación, fomento del empleo y vivienda, previa la transferencia de crédito 
correspondiente desde el concepto en el que estén incluidas al que corresponda en el 
programa 942N, de aquella Sección. 

La transferencia de crédito se realizará a iniciativa del departamento 
ministerial en cuyo presupuesto estén consignados los créditos y se autorizará por el 
Ministro de Hacienda y Función Pública. 

Las ayudas citadas en el párrafo anterior se harán efectivas en la forma que 
se establezca en el instrumento regulador correspondiente, que para el otorgamiento de 
subvenciones directas establece el artículo 28 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, y el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se 
aprueba su Reglamento de desarrollo. En ese mismo instrumento regulador deberá 
recogerse, en su caso, la agrupación a la que se refiere la presente disposición 
adicional. 

3. La citada agrupación se cuantifica en un importe global de 83 millones 
de euros para el ejercicio 2017, y será independiente y compatible con la financiación 
que corresponda a las Ciudades de Ceuta y de Melilla por aplicación de los sistemas 
comunes de financiación autonómica y local y el crédito presupuestario recogido para 
financiar actuaciones en la Ciudad de Melilla en el programa 942N de la Sección 32 de 
los Presupuestos Generales del Estado para el año 2017. 

4. La agrupación de compensaciones y ayudas a la que se refiere la 
presente norma no implicará alteración del régimen presupuestario, de gestión y de 
control que resulte de aplicación a los gastos correspondientes a los distintos conceptos 
agrupados. 

 

 



 

 

Disposición adicional nonagésima cuarta. Consolidación de la deuda a corto plazo 
en deuda a largo plazo por parte de las entidades locales. 

 

1. Como excepción a lo dispuesto en el texto refundido de la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2004, de 
5 de marzo, se autoriza exclusivamente en 2017 la formalización de operaciones de 
conversión de deuda a corto plazo que estén vigentes en operaciones de crédito a largo 
plazo por parte de aquellas entidades locales que en 2015 o en 2016 presenten 
remanente de tesorería para gastos generales negativo una vez atendido el saldo de la 
cuenta de «Acreedores por operaciones pendientes de aplicar a presupuesto», o 
equivalentes en los términos establecidos en la normativa contable y presupuestaria 
que resulta de aplicación, o que, en alguno de aquellos ejercicios, presenten ahorro 
neto negativo.  

Para la formalización de las operaciones de refinanciación citadas será 
precisa la adopción de un acuerdo del órgano competente de la corporación local, con 
los requisitos de quórum y votaciones establecidos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local. 

Además, en el caso de que las entidades locales presenten remanente de 
tesorería negativo para gastos generales en los términos antes citados, o ahorro neto 
negativo o endeudamiento superior al 75 por ciento de sus ingresos corrientes 
liquidados en el ejercicio inmediato anterior en los términos definidos en la disposición 
final trigésima primera de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2013, las corporaciones locales, mediante acuerdo de 
sus respectivos Plenos, deberán aprobar un plan de saneamiento financiero o de 
reducción de deuda para corregir, en un plazo máximo de cinco años, el signo del 
remanente de tesorería para gastos generales antes definido o del ahorro neto o el 
volumen de endeudamiento, respectivamente. Por lo que se refiere a este último deberá 
corregirse hasta el límite antes citado, en el caso de que dicho volumen se encuentre 
comprendido entre aquel porcentaje y el fijado en el artículo 53 del Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo. En los restantes supuestos de endeudamiento excesivo, el plan 



 

 

de reducción de deuda deberá corregir el nivel de deuda, como máximo, al porcentaje 
fijado en el último precepto citado. 

Los citados planes deberán comunicarse, para su aprobación, por las 
entidades locales al órgano competente del Ministerio de Hacienda y Función Pública, 
salvo que la Comunidad Autónoma correspondiente tenga atribuida en el Estatuto de 
Autonomía la tutela financiera de dichas entidades, en cuyo caso se comunicará a ésta. 

La aprobación anterior implicará, a cualquier efecto, que la entidad local 
está cumpliendo con los límites que fija la legislación reguladora de las haciendas 
locales en materia de autorización de operaciones de endeudamiento. Este mismo 
efecto se derivará de los planes de saneamiento financiero o de reducción de deuda que 
se hubieren aprobado por el órgano competente que tenga atribuida la tutela financiera 
de las entidades locales, y a los que esté dando cumplimiento, en aplicación de la 
disposición adicional septuagésima tercera de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2013 disposición adicional 
septuagésima cuarta de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2014 y septuagésima séptima de la Ley 36/2014, de 26 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2015. 

En el caso de que las entidades mencionadas estén sujetas a un plan de 
ajuste por la aplicación de medidas de apoyo financiero fundamentadas en la 
disposición adicional primera de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, deberán modificarlo incluyendo la 
operación a la que se refiere esta disposición adicional en el momento en el que 
informen acerca del seguimiento de dicho plan de ajuste, entendiéndose cumplido, en 
estos casos, el requerimiento del plan de saneamiento antes citado.  

El interventor de la entidad local deberá emitir un informe anual del 
cumplimiento del plan de saneamiento, y presentarlo al Pleno de la corporación local 
para su conocimiento, y el correspondiente al último año de aquellos planes deberá, 
además, remitirlo al órgano competente de la Administración Pública que tenga 
atribuida la tutela financiera de las entidades locales. 

En el caso de que se produzca un incumplimiento de los citados planes, la 
entidad local no podrá concertar operaciones de endeudamiento a largo plazo para 



 

 

financiar cualquier modalidad de inversión. Además, por parte del órgano competente 
de la Administración Pública que tenga atribuida la tutela financiera de las entidades 
locales se podrán proponer medidas extraordinarias que deberán adoptar las entidades 
locales afectadas. En el caso de que por éstas no se adopten dichas medidas se podrán 
aplicar las medidas coercitivas y de cumplimiento forzoso establecidas en los artículos 
25 y 26 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera. 

2. Fuera del marco regulado en el apartado 1 anterior se debe considerar 
prohibida la formalización de las operaciones de renovaciones sucesivas de deuda a 
corto plazo. 

 

 

Disposición adicional nonagésima quinta. Modificación del ámbito objetivo del 
Fondo de Ordenación, compartimento del Fondo de Financiación a Entidades 
Locales. 

 

Para el ejercicio de 2017, en el ámbito objetivo regulado en el artículo 40.1 
del Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre, de medidas de sostenibilidad 
financiera de las comunidades autónomas y entidades locales y otras de carácter 
económico, se podrá incluir por los municipios a los que se refiere el artículo 39.1 de la 
misma norma, las cuantías que estén pendientes de amortizar y que correspondan a 
operaciones que se formalizaron en el marco de la Línea de crédito para la cancelación 
de deudas de las Entidades locales con empresas y autónomos, regulada en la Sección 
segunda, del Capítulo II, del Real Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de 
apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de 
deudas con empresas y autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de 
la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación 
administrativa, y por las que se estén aplicando retenciones en la participación de 
aquellas entidades locales en los tributos del Estado. 



 

 

Las Entidades locales afectadas podrán formalizar préstamos con el Fondo 
de Ordenación, del Fondo de Financiación a Entidades Locales, por la totalidad de la 
deuda pendiente de compensar con cargo a la participación en tributos del Estado, en 
las condiciones que determine la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos. 

 

 

Disposición adicional nonagésima sexta. Regulación de la concesión de 
subvenciones nominativas destinadas a la financiación del transporte público 
regular de viajeros de Madrid, Barcelona y las Islas Canarias. 

 

Uno. Para el ejercicio 2017, al amparo de lo dispuesto en el artículo 22.2.a) 
y 28 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, las 
subvenciones nominativas destinadas al Consorcio Regional de Transportes de Madrid, 
a la Autoridad del Transporte Metropolitano de Barcelona-Autoritat del Transport 
Metropolità y a la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, a 
otorgar por parte de la Administración General del Estado, se concederán mediante 
resolución del Secretario de Estado de Administraciones Públicas . 

 

Dos. Las subvenciones se destinan a la financiación por parte de la 
Administración General del Estado de las necesidades del sistema del transporte 
terrestre público regular de viajeros en los siguientes ámbitos de actuación: 

— Madrid: Ámbito definido en la Ley 5/1985, de 16 de mayo, de creación 
del Consorcio Regional de Transportes Públicos Regulares de Madrid. 

— Barcelona: Ámbito definido en el artículo 1 de los estatutos de la 
Autoridad del Transporte Metropolitano de Barcelona-Autoritat del Transport 
Metropolità, aprobados por el Decreto 151/2002, de 28 de mayo, de la Generalidad de 
Cataluña-Generalitat de Catalunya. 



 

 

— Islas Canarias: Ámbito de la Comunidad Autónoma de las Islas 
Canarias. 

 

Tres. Los libramientos se efectuarán con cargo a las siguientes 
aplicaciones presupuestarias e importes: 

— Madrid: 32.01.441M.454 "Al Consorcio Regional de Transportes de 
Madrid, para la financiación del transporte regular de viajeros" por importe de 
126.305,31 miles de euros.  

— Barcelona: 32.01.441M.451 "A la Autoridad del Transporte 
Metropolitano de Barcelona, para la financiación del transporte regular de viajeros " 
por importe de 108.389,17 miles de euros. 

— Islas Canarias: 32.01.441M.453 "A la Comunidad Autónoma de 
Canarias para la financiación de las necesidades correspondientes al transporte regular 
de viajeros de las distintas Islas Canarias " por importe de 25.000 miles de euros. 

 

Cuatro. El pago de la subvención, desde el mes de enero hasta el mes de 
junio de 2017, se realizará mediante pagos anticipados mensuales por un importe 
equivalente a la doceava parte de la consignación presupuestaria. 

A partir del mes de julio de 2017, el pago de la subvención se realizará tras 
tener en cuenta la liquidación señalada en el apartado cinco y las cantidades entregadas 
como pagos anticipados correspondientes al primer semestre de 2017, mediante 
libramientos mensuales por sextas partes. 

 

Cinco. Antes del 15 de julio de 2017, los destinatarios señalados en el 
apartado tres remitirán a la Secretaría General de Financiación Autonómica y Local las 
siguientes certificaciones: 

— Madrid: 

A) Certificación de la Comunidad Autónoma de Madrid de las 
obligaciones reconocidas y los pagos materiales efectuados, hasta el 30 de junio de 



 

 

2017, al Consorcio Regional de Transportes Públicos Regulares de Madrid con cargo a 
los Presupuestos correspondientes al ejercicio 2016. 

B) Certificación del Ayuntamiento de Madrid de las obligaciones 
reconocidas y los pagos materiales efectuados, hasta el 30 de junio de 2017, al 
Consorcio Regional de Transportes Públicos Regulares de Madrid con cargo a los 
Presupuestos correspondientes al ejercicio 2016. 

Si la suma de los pagos efectuados por ambas Administraciones fuera igual 
a las obligaciones reconocidas, la aportación consignada en los Presupuestos Generales 
del Estado del ejercicio 2017 se elevará a definitiva y se procederá a su libramiento 
conforme a lo indicado en el segundo párrafo del apartado cuatro. 

Si la suma de los pagos efectuados por ambas Administraciones fuera 
inferior a las obligaciones reconocidas, la aportación definitiva de la Administración 
General del Estado se calculará como el producto de la consignada en los Presupuestos 
Generales del Estado del ejercicio 2017 por el factor resultante de dividir los pagos 
efectuados entre las obligaciones reconocidas, ambos con cargo a los presupuestos de 
2016, y se procederá a su libramiento conforme a lo indicado en el segundo párrafo del 
apartado cuatro, siempre que la cifra resultante sea superior a los pagos anticipados 
efectuados. En caso contrario, se determinará la cantidad y se instará el reintegro. 

— Barcelona:  

A) Certificación de la Generalidad de Cataluña-Generalitat de Catalunya 
de las obligaciones reconocidas y los pagos materiales efectuados, hasta el 30 de junio 
de 2017, a la Autoridad del Transporte Metropolitano de Barcelona-Autoritat del 
Transport Metropolità con cargo a los Presupuestos correspondientes al ejercicio 2016. 

B) Certificación del Ayuntamiento de Barcelona de las obligaciones 
reconocidas y los pagos materiales efectuados, hasta el 30 de junio de 2017, a la 
Autoridad del Transporte Metropolitano de Barcelona-Autoritat del Transport 
Metropolità con cargo a los Presupuestos correspondientes al ejercicio 2016. 

Si la suma de los pagos efectuados por ambas Administraciones fuera igual 
a las obligaciones reconocidas, la aportación consignada en los Presupuestos Generales 



 

 

del Estado del ejercicio 2017 se elevará a definitiva y se procederá a su libramiento 
conforme a lo indicado en el segundo párrafo del apartado cuatro. 

Si la suma de los pagos efectuados por ambas Administraciones fuera 
inferior a las obligaciones reconocidas, la aportación definitiva de la Administración 
General del Estado se calculará como el producto de la consignada en los Presupuestos 
Generales del Estado del ejercicio 2017 por el factor resultante de dividir los pagos 
efectuados entre las obligaciones reconocidas, ambos con cargo a los presupuestos de 
2016, y se procederá a su libramiento conforme a lo indicado en el segundo párrafo del 
apartado cuatro, siempre que la cifra resultante sea superior a los pagos anticipados 
efectuados. En caso contrario, se determinará la cantidad y se instará el reintegro. 

— Islas Canarias: 

Certificación de la Intervención General de la Comunidad Autónoma de 
Canarias de las obligaciones reconocidas y los pagos materiales efectuados, hasta el 30 
de junio de 2017, a los Cabildos Insulares, para atender la finalidad prevista en la base 
primera, con cargo a los Presupuestos correspondientes al ejercicio 2016. 

Si los pagos efectuados fueran iguales a las obligaciones reconocidas, la 
aportación consignada en los Presupuestos Generales del Estado del ejercicio 2017 se 
elevará a definitiva y se procederá a su libramiento conforme a lo indicado en el 
segundo párrafo del apartado cuatro. 

Si los pagos efectuados fueran inferiores a las obligaciones reconocidas, la 
aportación definitiva de la Administración General del Estado se calculará como el 
producto de la consignada en los Presupuestos Generales del Estado del ejercicio 2017 
por el factor resultante de dividir los pagos efectuados entre las obligaciones 
reconocidas, ambos con cargo a los presupuestos de 2016, y se procederá a su 
libramiento conforme a lo indicado en el segundo párrafo del apartado cuatro, siempre 
que la cifra resultante sea superior a los pagos anticipados efectuados. En caso 
contrario, se determinará la cantidad y se instará el reintegro. 

 

Seis. El otorgamiento de estas subvenciones por parte de la Administración 
General del Estado es compatible con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos 



 

 

para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes 
públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales. 

 

Siete. No será necesaria la presentación de garantía, aval o caución para el 
aseguramiento de los pagos anticipados a librar por la Administración General del 
Estado. 

 

Ocho. En todo lo no previsto en los apartados anteriores será de aplicación 
lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y su 
normativa de desarrollo. 

 

Nueve. Por la Secretaría General de Financiación Autonómica y Local se 
adoptarán las medidas oportunas para el cumplimiento de lo señalado en la presente 
disposición en relación a la gestión de los créditos correspondientes a estas 
subvenciones.” 

 

 

Disposición adicional nonagésima séptima. Instrumentación de las compensaciones 
establecidas en favor de algunas Comunidades Autónomas en virtud del artículo 6.2 
de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 
Comunidades Autónomas, como consecuencia de la regulación estatal del Impuesto 
sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito, así como del pago de la recaudación 
de este impuesto a dichas Comunidades. 

 

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida: 

1. Los pagos de las compensaciones previstas en el apartado trece del 
artículo 19 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas 
medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y al impulso de 
la actividad económica, que se establecen en favor de algunas Comunidades 



 

 

Autónomas como consecuencia de la regulación estatal del Impuesto sobre los 
Depósitos en las Entidades de Crédito, se efectuarán con cargo al concepto de 
operaciones no presupuestarias del Estado que al efecto se determine. 

Los pagos de las recaudaciones previstos en el apartado catorce del artículo 
19 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, que se efectúen a favor de las Comunidades 
Autónomas que tengan derecho a estas compensaciones, se realizarán en formalización 
y se aplicarán como ingresos al concepto de operaciones no presupuestarias 
mencionado en el párrafo anterior.  

2. Al finalizar cada ejercicio, el saldo a 30 de noviembre de dicho año 
del concepto de operaciones no presupuestarias derivado de las operaciones anteriores 
se cancelará de manera que, si la compensación a cada Comunidad es mayor que los 
pagos en formalización  realizados a la misma por el impuesto, se aplicará la diferencia 
al crédito del presupuesto de gastos dotado en la Sección 32 “Otras relaciones 
financieras con Entes Territoriales”, Servicio 01 “Secretaría General de Financiación 
Autonómica y Local”, Programa 941O “Otras transferencias a Comunidades 
Autónomas”, Concepto 456 “Compensaciones a Comunidades Autónomas. Artículo 
6.2 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas”. 

Si los pagos en formalización realizados a alguna Comunidad por el 
impuesto son mayores que la compensación en su favor, se realizará un pago no 
presupuestario a la Comunidad por la diferencia. 

 

 

Disposición adicional nonagésima octava. Criterios para la práctica de deducciones 
o retenciones de los recursos de los regímenes de financiación de las Comunidades 
Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía. 

 

Uno. Cuando concurran en la deducción o retención de los recursos de los 
regímenes de financiación de las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía varias deudas que afecten a una misma Comunidad Autónoma o Ciudad 
con Estatuto de Autonomía, la Secretaría General de Financiación Autonómica y Local 



 

 

aplicará en primer lugar las deducciones o retenciones por deudas líquidas, vencidas y 
exigibles contraídas con la Hacienda Pública del Estado por las Comunidades 
Autónomas o las Ciudades con Estatuto de Autonomía afectadas así como por las 
entidades de derecho público de ellas dependientes, por razón de los tributos cuya 
aplicación corresponde al Estado y por razón de las cotizaciones a la Seguridad Social. 

 

Dos. Tras la aplicación de los acuerdos previstos en el apartado anterior, el 
orden por el que se practicarán el resto de deducciones o retenciones será el siguiente: 

1º) Las correspondientes a deudas líquidas, vencidas y exigibles con el 
sector público estatal. 

2º) El resto de deducciones o retenciones cuyos acuerdos se hayan recibido 
en la Secretaría General de Financiación Autonómica y Local. 

 

Tres. Las deducciones o retenciones previstas en el apartado 1 se 
imputarán a prorrata del importe de las deudas por razón de los tributos y del importe 
de las deudas por razón de las cotizaciones a la Seguridad Social que concurran en la 
deducción o retención.  Dentro de cada una de estas dos categorías así como en las 
previstas en el apartado 2 de esta disposición, las deducciones o retenciones se 
practicarán en función de la fecha de entrada de los mismos en la Secretaría General de 
Financiación Autonómica y Local, siendo aquellos que tengan una fecha anterior los 
primeros que serán objeto de aplicación, sin perjuicio del cumplimiento de los límites 
legalmente establecidos. 

 

Cuatro. A los efectos establecidos en los apartados anteriores, se 
considerarán los acuerdos de deducción o retención dictados por los órganos gestores 
correspondientes cuya entrada se haya producido en la Secretaria General de 
Coordinación Autonómica y Local antes del día quince del mes anterior a aquel en que 
se vayan a realizar los pagos a los que afecten. 

 



 

 

Cinco. Si como consecuencia de la aplicación de esta disposición, no 
pudiesen deducirse o retenerse recursos suficientes para satisfacer todos los acuerdos 
de retención que deban ser considerados, el importe pendiente será objeto de 
deducción o retención en el siguiente pago que se efectúe a la Comunidad Autónoma o 
Ciudad con Estatuto de Autonomía por aplicación de sus regímenes de financiación, 
según las reglas señaladas en la presente disposición. 

 

Seis. El importe efectivo objeto de retención al que se refiere el artículo 
10.1 del Real Decreto 635/2014, de 25 de julio, por el que se desarrolla la metodología 
de cálculo del periodo medio de pago a proveedores de las Administraciones Públicas 
y las condiciones y el procedimiento de retención de recursos de los regímenes de 
financiación, previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, será el que resulte de aplicar los criterios 
para la práctica de deducciones o retenciones contenidos en esta Disposición al importe 
objeto de retención al que se refiere el artículo 8.2 del citado Real Decreto. 

 

 

Disposición adicional nonagésima novena. Asignación de cantidades a actividades 
de interés general consideradas de interés social. 

 

El Estado destinará a subvencionar actividades de interés general 
consideradas de interés social, en la forma que reglamentariamente se establezca, el 0,7 
por ciento de la cuota íntegra del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas del 
ejercicio 2017 correspondiente a los contribuyentes que manifiesten expresamente su 
voluntad en tal sentido. 

A estos efectos, se entenderá por cuota íntegra del impuesto la formada por 
la suma de la cuota íntegra estatal y de la cuota íntegra autonómica en los términos 
previstos en la Ley reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

La liquidación definitiva de la asignación correspondiente al ejercicio de 
2017 se llevará a cabo antes del 30 de abril de 2019, efectuándose una liquidación 



 

 

provisional el 30 de noviembre de 2018 que posibilite la iniciación anticipada del 
procedimiento para la concesión de las subvenciones. 

La cuantía total asignada en los presupuestos de 2017 para actividades de 
interés general consideradas de interés social se distribuirá aplicando los siguientes 
porcentajes: El 77,72 por 100 al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 
el 19,43 por 100 al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y el 2,85 por 
100 al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.  Estos porcentajes 
serán de aplicación sobre la liquidación definitiva practicada en el propio ejercicio 
2017. 

Las cuantías destinadas a estas subvenciones se gestionarán y se otorgarán 
por las Administraciones que resulten competentes, de acuerdo con el procedimiento 
que reglamentariamente se establezca.  

 

 

Disposición adicional centésima. Suspensión normativa. 

 

Queda sin efecto para el ejercicio 2017 lo previsto en el artículo 2 ter 4 de 
la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros 
en España y su integración social.   

 

 

Disposición adicional centésima primera. Autorización de pagos a cuenta por los 
servicios de cercanías y regionales traspasados a la Generalitat de Cataluña. 

 

Uno. Lo establecido en el apartado Uno de la disposición adicional 
septuagésima segunda de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2014, será de aplicación al coste neto de los servicios 
de transporte de viajeros por ferrocarril de cercanías y regionales cuyas funciones 



 

 

fueron traspasadas a la Generalitat de Cataluña, prestados en 2016 por Renfe-Viajeros, 
S.A.  

 

Dos. El libramiento se efectuará una vez la Intervención General de la 
Administración del Estado emita el correspondiente informe de control financiero 
sobre la propuesta de liquidación elaborada por Renfe-Operadora, en el que verificará 
especialmente que los criterios de imputación de ingresos y gastos sean análogos a los 
que se deriven del «Contrato entre la Administración General del Estado y la Sociedad 
Mercantil Estatal Renfe-Viajeros, S.A. para la prestación de los servicios públicos de 
transporte ferroviario de viajeros por ferrocarril de “cercanías”, “media distancia” y 
“ancho métrico”, competencia de la Administración General del Estado, sujetos a 
obligaciones de servicio público en el periodo 2016». El informe deberá emitirse antes 
del 30 de septiembre de 2017. 

Para ello, Renfe-Viajeros S.A. deberá poner a disposición de la 
Intervención General de la Administración del Estado, al menos, tres meses antes, 
tanto la propuesta de liquidación como toda la información y documentación precisas 
para su verificación, incluidos los estudios que permitan valorar y cuantificar los 
efectos sobre el déficit de explotación de las medidas tarifarias aprobadas por la 
Generalitat.  

No será objeto de compensación el mayor déficit de explotación que 
pudiera haberse originado a Renfe-Viajeros, S.A. como consecuencia de decisiones de 
la Generalitat de Cataluña, en uso de sus competencias, en cuanto a política tarifaria o 
estándares de calidad, compromisos y condiciones, distintos de los considerados a 
efectos del contrato que se cita en el párrafo anterior. 

 

Tres. El libramiento se efectuará, tras tener en cuenta el informe de control 
financiero a que se refiere el apartado dos, con cargo a la siguiente aplicación 
presupuestaria e importe de los Presupuestos Generales del Estado para 2017: 
17.39.441M.447 "A Renfe-Viajeros, S.A. para compensar los servicios de transporte 
de cercanías y regionales traspasados a la Comunidad Autónoma de Cataluña, 



 

 

correspondientes al ejercicio 2016, pendientes de liquidación”, por 110.023,00 miles 
de euros. 

 

Cuatro. La transferencia a que se refiere el apartado anterior tendrá 
carácter de cantidad a cuenta de la liquidación definitiva que se acuerde en el marco de 
la metodología aprobada por Acuerdos de 22 de diciembre de 2009, de la Comisión 
Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales Estado-Generalitat de Cataluña, de 
valoración de los servicios de transporte de viajeros por ferrocarril de cercanías 
prestados por Renfe-Operadora en Barcelona y de 17 de noviembre de 2010 de la 
misma Comisión Mixta sobre valoración de los servicios regionales. 

 

Cinco. Efectuada la liquidación definitiva, la diferencia positiva o negativa 
que resulte respecto de la cantidad a cuenta abonada en virtud de lo dispuesto en el 
apartado anterior, podrá destinarse por la Administración General del Estado a 
incrementar o minorar las transferencias a efectuar por los servicios prestados en los 
ejercicios siguientes.  

 

 

VII 

 

Disposición adicional centésima segunda. Determinación del indicador público de 
renta de efectos múltiples (IPREM). 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 2.2 del Real Decreto-ley 
3/2004, de 25 de junio, para la racionalización de la regulación del salario mínimo 
interprofesional y para el incremento de su cuantía, el indicador público de renta de 
efectos múltiples (IPREM) tendrá las siguientes cuantías durante la vigencia de esta 
ley:  

a) EL IPREM diario, 17,93 euros. 



 

 

b) El IPREM mensual, 537,84 euros. 

c) El IPREM anual, 6.454,03 euros. 

d) En los supuestos en que la referencia al salario mínimo interprofesional 
ha sido sustituida por la referencia al IPREM en aplicación de lo establecido en el Real 
Decreto-Ley 3/2004, de 25 de junio, la cuantía anual del IPREM será de 7.519,59 
euros cuando las correspondientes normas se refieran al salario mínimo 
interprofesional en cómputo anual, salvo que expresamente excluyeran las pagas 
extraordinarias; en este caso, la cuantía será de 6.454,03 euros.  

 

 

Disposición adicional centésima tercera. Bonificación en la cotización a la 
Seguridad Social en los supuestos de cambio de puesto de trabajo por riesgo durante 
el embarazo o durante la lactancia natural, así como en los supuestos de enfermedad 
profesional. 

 

En los supuestos en que, por razón de riesgo durante el embarazo o riesgo 
durante la lactancia natural, la trabajadora, en virtud de lo previsto en el artículo 26 de 
la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, sea destinada 
a un puesto de trabajo o función diferente y compatible con su estado, se aplicará, con 
respecto a las cuotas devengadas durante el período de permanencia en el nuevo puesto 
de trabajo o función, una bonificación del 50 por ciento de la aportación empresarial en 
la cotización a la Seguridad Social por contingencias comunes. 

Esa misma bonificación será aplicable, en los términos y condiciones que 
reglamentariamente se determinen, en aquellos casos en que, por razón de enfermedad 
profesional, se produzca un cambio de puesto de trabajo en la misma empresa o el 
desempeño, en otra distinta, de un puesto de trabajo compatible con el estado del 
trabajador.  

 

 



 

 

Disposición adicional centésima cuarta. Financiación de la formación profesional 
para el empleo. 

 

Uno. Sin perjuicio de otras fuentes de financiación, los fondos 
provenientes de la cuota de formación profesional se destinarán a financiar los gastos 
del sistema de formación profesional para el empleo regulado por la Ley 30/2015, de 9 
de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el 
Empleo en el ámbito laboral, incluyendo los correspondientes a programas públicos de 
empleo y formación, todo ello con el objeto de impulsar y extender entre las empresas 
y los trabajadores ocupados y desempleados una formación que responda a sus 
necesidades del mercado laboral y contribuya al desarrollo de una economía basada en 
el conocimiento. 

 

Dos. El 50 por ciento, como mínimo, de los fondos previstos en el apartado 
anterior se destinará inicialmente a la financiación de los gastos necesarios para la 
ejecución de las iniciativas formativas dirigidas prioritariamente a trabajadores 
ocupados, las acciones dirigidas a la formación de los agentes sociales para el 
desarrollo de las nuevas funciones que se les atribuyen en la Ley 30/2015, de 9 de 
septiembre, cuya regulación se completará en el correspondiente desarrollo 
reglamentario, así como los gastos de funcionamiento e inversión de la Fundación 
Estatal para la Formación en el Empleo. 

Con carácter específico, se incluyen en este apartado las iniciativas de 
formación programada por las empresas; los permisos individuales de formación; la 
oferta formativa para trabajadores ocupados y la formación en las Administraciones 
Públicas. 

 A la financiación de la formación en las Administraciones Públicas se 
destinará un 6,165 por 100 de la cuantía indicada en el párrafo primero de este 
apartado. Esta cuantía, previamente minorada en el porcentaje correspondiente al 
índice de imputación utilizado para el cálculo del cupo de acuerdo con la Ley 12/2002, 
de 23 de mayo, se incluirá como dotación diferenciada en el presupuesto de gastos del 
Servicio Público de Empleo Estatal para su aportación dineraria al Instituto Nacional 



 

 

de Administración Pública, adscrito al Ministerio de Hacienda y Función Pública, en 
tres libramientos en los meses de febrero, abril y junio. En el presupuesto del Instituto 
Nacional de Administración Pública figurarán territorializados los fondos 
correspondientes a las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla para la 
financiación de la formación continua de sus empleados públicos. El abono de dichos 
fondos se realizará desde el Instituto Nacional de Administración Pública mediante 
transferencia nominativa a cada Comunidad y Ciudad Autónoma, con excepción de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco. 

El Servicio Público de Empleo Estatal librará a la Fundación Estatal para la 
Formación en el Empleo los fondos para la financiación de sus gastos de 
funcionamiento e inversión. El citado libramiento se efectuará por cuartas partes, en la 
segunda quincena natural de cada trimestre. La Fundación deberá presentar, 
anualmente y antes del 30 de abril del ejercicio siguiente ante el Servicio Público de 
Empleo Estatal, la justificación contable de los gastos realizados con cargo a los 
fondos asignados para su funcionamiento, y deberá realizar al reintegro de las 
cantidades no justificadas antes del 31 de julio. 

En el ejercicio 2017, el Servicio Público de Empleo Estatal podrá anticipar 
hasta el 100 por 100 de la subvención concedida al Ministerio de Defensa, en el marco 
del convenio suscrito para la formación de los militares de tropa y marinería, que 
mantienen una relación de carácter temporal con las fuerzas armadas. 

El 50 por ciento restante se destinará inicialmente a financiar los gastos 
necesarios para la ejecución de las iniciativas formativas dirigidas prioritariamente a 
trabajadores desempleados, así como los programas públicos de empleo-formación, y 
la formación impartida con carácter extraordinario a través de la red pública de centros 
de formación, con el fin de garantizar una oferta formativa de calidad dirigida a 
trabajadores ocupados y desempleados, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
6.5.e) de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre. 

La financiación de la actividad formativa inherente al contrato para la 
formación y el aprendizaje se realizará de conformidad con lo establecido en la 
normativa reglamentaria que regula la impartición y las características de la formación 
recibida por los trabajadores. 



 

 

 

Tres. Las Comunidades Autónomas con competencias estatutariamente 
asumidas en materia de políticas activas de empleo recibirán del Servicio Público de 
Empleo Estatal las transferencias de fondos para la financiación de las subvenciones en 
el ámbito de la formación profesional para el empleo gestionadas por dichas 
Comunidades, en la cuantía que resulte de acuerdo con lo previsto en la normativa 
aplicable. 

 

Cuatro. Las empresas que cotizan por la contingencia de formación 
profesional dispondrán de un crédito para la formación de sus trabajadores de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 9 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se 
regula el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral, que 
resultará de aplicar a la cuantía ingresada por la empresa en concepto de formación 
profesional durante el año 2016 el porcentaje de bonificación que, en función del 
tamaño de las empresas, se establece a continuación: 

a) Empresas de 6 a 9 trabajadores: 100 por ciento 

b) De 10 a 49 trabajadores: 75 por ciento 

c) De 50 a 249 trabajadores: 60 por ciento 

d) De 250 o más trabajadores: 50 por ciento 

Las empresas de 1 a 5 trabajadores dispondrán de un crédito de 
bonificación por empresa de 420 euros, en lugar de un porcentaje. Asimismo, podrán 
beneficiarse de un crédito de formación, en los términos establecidos en la citada 
normativa, las empresas que durante el año 2017 abran nuevos centros de trabajo, así 
como las empresas de nueva creación, cuando incorporen a su plantilla nuevos 
trabajadores. En estos supuestos las empresas dispondrán de un crédito de 
bonificaciones cuyo importe resultará de aplicar al número de trabajadores de nueva 
incorporación la cuantía de 65 euros. 

Las empresas que durante el año 2017 concedan permisos individuales de 
formación a sus trabajadores dispondrán de un crédito de bonificaciones para 
formación adicional al crédito anual que les correspondería de conformidad con lo 



 

 

establecido en el párrafo primero de este apartado, por el importe que resulte de aplicar 
los criterios determinados por Orden del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. El 
crédito adicional asignado al conjunto de las empresas que concedan los citados 
permisos no podrá superar el 5 por ciento del crédito establecido en el presupuesto del 
Servicio Público de Empleo Estatal para la financiación de las bonificaciones en las 
cotizaciones de la Seguridad Social por formación profesional para el empleo.  

 

 

Disposición adicional centésima quinta. Gestión de los servicios y programas 
establecidos en la letra h) del artículo 18 del texto refundido de la Ley de Empleo, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre. 

 

El Servicio Público de Empleo Estatal, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 18.h) del texto refundido de la Ley de Empleo, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, realizará la gestión de los servicios y 
programas financiados con cargo a la reserva de crédito de su presupuesto de gastos, 
que comprenderá las aplicaciones 19.101.000-X.400, 19.101.000-X.401, 19.101.000-
X.402, 19.101.000-X.410, 19.101.000-X.411, 19.101.000-X.431, 19.101.241-A.441, 
19.101.241-A.442 y 19.101.241-A.482, desagregadas a través de varios subconceptos, 
según los diferentes ámbitos funcionales de las políticas activas de empleo, para 
financiar las siguientes actuaciones: 

a) Servicios y programas cuya ejecución afecte a un ámbito geográfico 
superior al de una comunidad autónoma, cuando estos exijan la movilidad geográfica 
de las personas desempleadas o trabajadoras participantes en los mismos a otra 
comunidad autónoma distinta a la suya, o a otro país y precisen de una coordinación 
unificada. 

b) Programas cuya ejecución afecte a un ámbito geográfico superior al 
de una comunidad autónoma sin que implique la movilidad geográfica de los 
desempleados o trabajadores participantes en los mismos, cuando precisen una 



 

 

coordinación unificada y previo acuerdo entre el Servicio Público de Empleo Estatal y 
las comunidades autónomas en las que vayan a ejecutarse los citados programas. 

c) Servicios y programas dirigidos tanto a las personas demandantes de 
empleo como a las personas ocupadas, para la mejora de su ocupación mediante la 
colaboración del Servicio Público de Empleo Estatal con órganos de la Administración 
General del Estado o sus organismos autónomos, para la realización de acciones 
formativas, entre otras, aquellas que tengan como objetivo la generación de empleo de 
calidad y la mejora de oportunidades de las personas trabajadoras, en particular cuando 
se desarrollen en el marco de planes, estrategias o programas de ámbito estatal, y 
ejecución de obras y servicios de interés general y social relativos a competencias 
exclusivas del Estado.  

d) Servicios y programas de intermediación y políticas activas de 
empleo cuyo objetivo sea la integración laboral de trabajadores inmigrantes, realizadas 
en sus países de origen, facilitando la ordenación de los flujos migratorios.  

e) Programas que se establezcan con carácter excepcional y duración 
determinada, cuya ejecución afecte a todo el territorio nacional, siendo imprescindible 
su gestión centralizada a los efectos de garantizar la efectividad de las mismas, así 
como idénticas posibilidades de obtención y disfrute a todos los potenciales 
beneficiarios.  

Dicha reserva presupuestaria opera como reserva de gestión de políticas 
activas de empleo en los supuestos anteriormente señalados en favor del Servicio 
Público de Empleo Estatal, no obstante las competencias asumidas por las 
Comunidades Autónomas en el ámbito del trabajo, el empleo y la formación. 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 21.4 del citado texto refundido de 
la Ley de Empleo, los fondos que integran la reserva de crédito no estarán sujetos a 
distribución territorial entre las comunidades autónomas con competencias de gestión 
asumidas.  

 

 



 

 

Disposición adicional centésima sexta. Medidas de apoyo a la prolongación del 
periodo de actividad de los trabajadores con contratos fijos discontinuos en los 
sectores de turismo y comercio y hostelería vinculados a la actividad turística. 

 

Uno. Las empresas, excluidas las pertenecientes al sector público, 
dedicadas a actividades encuadradas en los sectores de turismo, así como los de 
comercio y hostelería, siempre que se encuentren vinculados a dicho sector del 
turismo, que generen actividad productiva en los meses de febrero, marzo y de 
noviembre de cada año y que inicien y/o mantengan en alta durante dichos meses la 
ocupación de los trabajadores con contratos de carácter fijo discontinuo, podrán 
aplicar una bonificación en dichos meses del 50 por ciento de las cuotas empresariales 
a la Seguridad Social por contingencias comunes, así como por los conceptos de 
recaudación conjunta de Desempleo, FOGASA y Formación Profesional de dichos 
trabajadores. 

 

Dos. Lo dispuesto en esta disposición adicional será de aplicación desde el 
1 de enero de 2017 hasta el día 31 de diciembre de 2017.  

 

 

Disposición adicional centésima séptima. Régimen excepcional de disposición de 
los activos del Fondo de Reserva de la Seguridad Social. 

 

1. Durante los ejercicios 2017 y 2018, no resultará de aplicación el límite 
del tres por ciento fijado con carácter general en el artículo 121 del texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, 
de 30 de octubre, que regula el Fondo de Reserva de la Seguridad Social. 

2. Asimismo durante los ejercicios 2017 y 2018, se autoriza la disposición 
del Fondo de Reserva de la Seguridad Social a medida que surjan las necesidades, 
hasta un importe equivalente al importe del déficit por operaciones no financieras que 



 

 

pongan de manifiesto las previsiones de liquidación de los presupuestos de las 
entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, que al efecto elabore la 
Intervención General de la Seguridad Social, con arreglo a los criterios establecidos en 
la normativa reguladora de dicho Fondo.   

3. El importe de esta disposición del Fondo de Reserva de la Seguridad 
Social se destinará al pago de las obligaciones relativas a las pensiones de carácter 
contributivo y demás gastos necesarios para su gestión. 

4. Con carácter trimestral se dará cuenta al Consejo de Ministros de los 
importes dispuestos del Fondo de Reserva de la Seguridad Social. 

5. La disposición del importe del Fondo de Reserva de la Seguridad Social, 
en los términos establecidos en los apartados anteriores, se efectuará por la Tesorería 
General de la Seguridad Social en su función de caja pagadora del sistema y 
competente para la distribución en el tiempo y en el territorio de las disponibilidades 
dinerarias para satisfacer puntualmente las obligaciones de la Seguridad Social y evitar 
los desajustes financieros. 

6. Se autoriza a los Ministros de Empleo y Seguridad Social, de Economía, 
Industria y Competitividad y de Hacienda y Función Pública a dictar las instrucciones 
que fuesen precisas para el desarrollo de lo establecido en esta Disposición adicional.  

 

 

VIII 

 

Disposición adicional centésima octava. Modificación del plazo previsto en la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, en relación con el 
Inventario de Bienes Muebles de la Iglesia. 

 

Se prorroga por un año, a partir de la entrada en vigor de esta ley, el plazo 
a que se refiere la Disposición adicional nonagésima cuarta de la Ley 48/2015, de 29 
de octubre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2016, en relación con la 



 

 

disposición adicional segunda de la Ley 4/2004, de 29 de diciembre, de modificación 
de tasas y de beneficios fiscales de acontecimientos de excepcional interés público y, a 
su vez, en relación con la disposición transitoria primera de la Ley 42/1994, de 30 de 
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, y con la disposición 
transitoria quinta de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.  

 

 

Disposición adicional centésima novena. Porcentaje de afectación a fines de los 
recursos obtenidos por la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos. 

 

Con vigencia exclusiva para el año 2017, se establece que el porcentaje 
objeto de afectación a los fines señalados en el apartado 3 de la disposición adicional 
sexta de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y desarrollados en el artículo 2 del Real 
Decreto 948/2015, de 23 de octubre será del 50 por ciento de los recursos obtenidos 
por la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.  

 

 

IX 

 

Disposición adicional centésima décima. Convocatoria de ayudas a la inversión 
para instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía 
renovables en territorios no peninsulares. 

 

Uno. Con efectos desde el año 2017, se podrán convocar procedimientos 
para la concesión de ayudas a la inversión para instalaciones de producción de energía 
eléctrica a partir de fuentes de energía renovables conectadas al sistema eléctrico, con 
cargo al superávit eléctrico generado hasta la entrada en vigor de la presente ley, en 
proyectos susceptibles de ser cofinanciados con Fondos FEDER. La cuantía máxima 
con cargo al sistema eléctrico será de 60 millones de euros.  



 

 

 

Dos. Se habilita al Ministro de Energía, Turismo y Agenda Digital, previo 
acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, a establecer 
las disposiciones necesarias en la aplicación y control de dicho sistema de ayudas, en 
relación con las instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de 
energía renovables conectadas al sistema eléctrico.  

 

 

Disposición adicional centésima décima primera. Compensación por costes 
adicionales derivados de la financiación del apoyo a la energía eléctrica procedente 
de fuentes renovables. 

 

Uno. Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley, se habilita al 
Gobierno, a iniciativa del Ministro de Energía, Turismo y Agenda Digital y previo 
informe de la Comisión Delgada del Gobierno para Asuntos Económicos, a establecer 
un sistema de ayudas a las industrias que se determinen conforme al apartado segundo, 
para la reducción del coste de la promoción de la generación de electricidad a partir de 
fuentes renovables que soportan. 

 

Dos. El colectivo de empresas que podrán acceder a estas ayudas se 
determinará reglamentariamente atendiendo a la intensidad del uso de la electricidad y 
la intensidad del comercio con terceros países y dentro de los límites previstos en las 
directrices sobre ayudas estatales en materia de protección del medio ambiente y 
energía 2014-2020. 

 

Tres. Las ayudas del Ministerio de Energía, Turismo y Agenda Digital al 
coste de la promoción de la generación de la electricidad a partir de fuentes renovables 
a satisfacer por las industrias a las que se refiere el apartado segundo, se podrán 
conceder de forma directa, tal y como establece el artículo 22.2.b) de la Ley 38/2003, 



 

 

de 17 de noviembre, General de Subvenciones, relativo al procedimiento de concesión 
de subvenciones. Dicho sistema de ayudas se financiará con cargo a la partida 
presupuestaria consignada en los presupuestos de la Secretaría de Estado de Energía 
establecida a tales efectos.  

 

 

Disposición adicional centésima décima segunda. Aportaciones para la 
financiación del sector eléctrico en el ejercicio de 2017. 

 

Uno. Con vigencia exclusiva para el presupuesto del año 2017, cuando el 
90 por ciento de la recaudación efectiva por los ingresos por subastas de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero, a que se refiere el apartado 1.b) de la 
disposición adicional quinta de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2013, supere la cantidad prevista en el crédito inicial 
de la aplicación 20.18.000X.737 “A la CNMC para financiar costes del sector eléctrico 
de acuerdo con el apartado b) de la disposición adicional segunda de la Ley 15/2012, 
de 27 de diciembre, de medidas fiscales para la sostenibilidad energética”, se podrá 
generar crédito hasta un límite en el crédito final de 450 millones de euros. 

 

Dos. Con vigencia exclusiva para el presupuesto del año 2017, cuando la 
recaudación efectiva por los ingresos de los tributos incluidos en la ley de medidas 
fiscales para la sostenibilidad energética, a que se refiere el apartado 1.a) de la 
disposición adicional quinta de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2013, supere la cantidad prevista en el crédito inicial 
de la aplicación 20.18.000X.738 “A la CNMC para financiar costes del sector eléctrico 
de acuerdo con el apartado a) de la disposición adicional segunda de la Ley 15/2012, 
de 27 de diciembre, de medidas fiscales para la sostenibilidad energética”, se podrá 
generar crédito por la diferencia respecto a dicho crédito inicial. 

 



 

 

Tres. La autorización de las generaciones de crédito a las que se refieren 
los dos apartados anteriores y de los correspondientes suplementos de crédito en el 
Presupuesto de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia se realizará 
por Acuerdo del Ministro de Hacienda y Función Pública.  

 

 

Disposición adicional centésima décima tercera. Financiación de actuaciones de 
apoyo a la movilidad eficiente energéticamente y sostenible. 

 

Uno. Con efectos desde el año 2017 y vigencia indefinida, se habilita al 
Gobierno para establecer un sistema de ayudas a las actuaciones de apoyo a la 
movilidad basada en criterios de eficiencia energética, sostenibilidad e impulso del uso 
de energías alternativas, incluido la constitución de las infraestructuras energéticas 
adecuadas. 

 

Dos. La gestión del sistema de ayudas al que se refiere el párrafo anterior 
será asumida por el Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE). 
Para la financiación del sistema de ayudas se consignará una dotación en el 
presupuesto del Ministerio de Energía, Turismo y Agenda Digital.  

 

 

Disposición adicional centésima décima cuarta. Destino del superávit del sistema 
eléctrico en 2017. 

 

De forma excepcional para el año 2017, los superávits de ingresos del 
sistema eléctrico podrán destinarse al pago de indemnizaciones en ejecución de 
sentencias derivadas de normativa del sector eléctrico que deban llevarse a cabo con 
cargo a los Presupuestos Generales del Estado o con cargo al sistema eléctrico, siempre 
que así se determine mediante Orden del Ministro de Energía, Turismo y Agenda 



 

 

Digital, previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos.  

 

 

 


